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El proceso de construcción del capitalismo global y la globalización han comportado una lógica cada 
vez más intensa de competitividad económica que afecta directamente a la distribución del trabajo, la 
riqueza y los recursos en todo el planeta. En este contexto, las empresas transnacionales han jugado un 
rol esencial impulsando el desarrollo económico de muchas zonas del planeta. Como consecuencia de 
esto, han adquirido una función de impulso del desarrollo económico, el cual comporta también el 
desarrollo social y medioambiental, así como del bienestar de las comunidades donde desarrollan su 
actividad. Con esto, las empresas han pasado de actuar simplemente como agentes económicos a 
convertirse en agentes generadores de bienestar social traducido en trabajo, formación o estabilidad 
social. Por el contrario, no podemos olvidar que esto ha comportado que se conviertan también en 
agentes generadores de riesgos sociales como pobreza, desigualdad social, explotación laboral, 
violación de los derechos humanos…etc. Ante esto el movimiento de responsabilidad social, un 
fenómeno ya no tan nuevo sigue ganado adeptos entre las empresas, sobre todo las multinacionales, y 
se está convirtiendo en una realidad con entidad propia que muestra el compromiso de muchas 
empresas con la realidad social, medioambiental y laboral, y que ya sea por convencimiento propio 
como por necesidad, genera prácticas empresariales más éticas y responsables  
 
Abstract 
The construction process of global capitalism and globalization has behaved a logic increasingly 
intense of economic competitiveness which directly affects the distribution of work, the wealth and the 
resources worldwide. In this context, the multinational corporations have played and essential role 
promoting economic development in many parts of the world. As a consequence, they have acquired a 
function of advancing economic development, which also involves the social and environmental 
development, as well as the welfare of the communities where they conduct their business. With this, 
companies have gone from merely act as economic agents to become generating agents of social 
welfare resulted in work, formation or social stability. Conversely, we can not forget that this also 
implies that they become generating agents of social risks such as poverty, social inequality, labor 
exploitation, violation of human rights...etc. Given this reality, the movement of Corporate Social 
Responsibility, stands as a phenomenon that is not so new which is gaining traction among 
companies, especially multinationals, and is becoming a reality with own entity which shows the 
commitment of many companies with social, environmental and labor reality. The CSR either by 
personal choice or for necessity, and unable to replace public regulation, generates more ethical and 
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0  Introducción 
El objeto de estudio de las siguientes líneas se centra en el ya no tan nuevo fenómeno de la 
Responsabilidad Social Empresarial (en adelante RSE o RSC). Éste se incardina en el mundo 
cambiante de hoy en día y en un contexto de gobernanza global que ha permitido la 
emergencia de prácticas impensables hace unas décadas. Con este trabajo se pretende conocer 
la implementación real de este fenómeno a todos los niveles, desde el internacional, el 
regional y el estatal para configurar así una perspectiva amplia de la RSE y plantear puntos de 
reflexión. 
El objeto de este estudio es el análisis jurídico de esta tendencia empresarial y para ello el 
trabajo se estructura en cuatro apartados más la introducción, las conclusiones y las 
referencias bibliográficas. En el primer apartado, he intentado configurar un contexto general 
que permita situar estas prácticas empresariales por lo que he empezado con la explicación del 
concepto de gobernanza global para entrar en materia y poder entender la RSE en su contexto 
temporal, político y económico. Después he llevado a cabo un análisis de la Responsabilidad 
Social y de lo que entendemos por ésta para acabar con un apartado que recoge algunas de las 
críticas recibidas por este fenómeno, puesto que es necesario saber que también existen 
detractores y así poder configurar una visión más amplia de la RSC.  
En segundo lugar, he creído necesario y de vital importancia configurar un marco normativo 
internacional con las mayores contribuciones en este sector, la mayoría encabezadas por las 
Naciones Unidas y que han cristalizado con los Principios rectores sobre las empresas 
multinacionales de John Ruggie en su marco “Proteger, respetar y reparar”. Este texto hará las 
veces de hilo conductor del presente proyecto de investigación. Siguiendo con el objetivo de 
presentar, encuadrar y analizar la implementación de estas prácticas a todos los niveles, en el 
siguiente subapartado analizo el marco jurídico europeo. Este marco jurídico regulador 
configura el segundo apartado del trabajo. 
El tercer apartado, se centra en el ámbito estatal por lo que se recogen las obligaciones 
jurídicas de las empresas en el ordenamiento jurídico español. Para llevar esto a cabo, primero 
he realizado un panorama general del movimiento de RSE en el estado español, para luego 
desarrollar tres apartados más centrados en las obligaciones legales concretas en el ámbito de 
los derechos humanos y libertades fundamentales; los derechos laborales; y en relación a la 
protección del medio ambiente. Finalmente, el último subapartado de este epígrafe recoge 
diversas ideas que pretenden iniciar un debate y/o reflexión sobre la idea de si estas prácticas 
empresariales son realmente Responsabilidad Social Empresarial o conforman las 
obligaciones jurídicas de las empresas. 
En último lugar, he creído oportuno introducir un apartado específico para analizar los 
mecanismos más usuales en RSE para aquellos ámbitos que quedan a disposición de las 
empresas y de estos mecanismos. Por lo tanto, en el primer subepígrafe hablaré del fenómeno 
de la autorregulación empresarial y en el segundo, de las obligaciones de soft law en el ámbito 
de la RSE. 
Basta decir, que este fenómeno empresarial, jurídico, social y económico no es un fenómeno 
ya tan nuevo, puesto que encontramos sus primeras manifestaciones en los años noventa, pero 
su estudio no deja de ser interesante hoy en día y si cabe lo es aún más. Esto puesto que cada 
vez toma más importancia y es implementado por más empresas tanto grandes como 
medianas y pequeñas. Así mismo, cada vez más gobiernos la reconocen y aun con sus 
carencias y defectos está permitiendo llenar un vacío legal que existía con respecto a la acción 




transnacional de las empresas que topaban con una visión nacional de los derechos humanos. 
Por todo lo anterior, me pareció un tema muy digno de estudio y que rápidamente despertó mi 
interés.  
La metodología utilizada en el presente trabajo pasa en primer lugar, por el análisis de textos e 
instrumentos internacionales sobre la materia, para luego pasar al ámbito comunitario y 
después a las iniciativas llevadas a cabo en el territorio nacional. En todos los niveles, la 
principal fuente de información son los textos, recomendaciones, publicaciones, opiniones 
finales…etc. elaborados sobre la materia por organismos internacionales. Todo esto sin 
olvidar, la consulta y estudio de manuales, monografías y artículos sobre la materia, tanto de 
esta en general como sobre puntos en concreto de la misma, para con todo lo anterior poder 
configurar finalmente un panorama general de la situación de este fenómeno jurídico, 
económico y social. Para el caso del tercer epígrafe sobre las obligaciones legales en el 
ámbito español las fuentes utilizadas son las normas legales, reglamentos, leyes… del Estado 
Español y los comentarios a las mismas.  
El motivo de elección de este trabajo es que considero que se trata de un tema de gran interés 
y con vocación de futuro. Lo primero, puesto que presenta muchas complejidades y diferentes 
puntos de vista desde lo jurídico, lo económico, lo social, así como desde el punto de vista de 
los diversos actores implicados como son el  empresarial, la sociedad civil y los poderes 
públicos. Se trata de un tema amplio que engloba distintas materias en un solo movimiento, 
que puede verse desde distintos prismas y ser explicado por distintas motivaciones tales como 
el convencimiento real de las empresas de llevar a cabo una actividad empresarial más ética y 
comprometida con el medio social y ambiental como una simple voluntad de maximizar 
beneficios mediante esta estrategia de marketing. Se trata de la integración voluntaria por 
parte de las empresas de las preocupaciones sociales y ambientales en sus operaciones 
empresariales y en sus relaciones con sus interlocutores, lo que supone un cambio de 
paradigma con respecto al papel tradicional de la empresa. Las empresas deciden ir más allá 
de los requisitos jurídicos y las obligaciones mínimas para abordar las necesidades de la 
sociedad hecho que me parece absorbente y apasionante. Además, se trata de un fenómeno 
con implicaciones directas en temas muy importantes como son los derechos humanos, el 
medio ambiente, el desarrollo social de las comunidades, los derechos laborales…etc.  
Por otro lado es un tema de vigente actualidad puesto que su impulso parece ser cada vez 
mayor y aunque tal vez no es el mecanismo más ideal para tratar de regular el impacto de las 
actividades de las empresas y sobretodo de las transnacionales, ante la imposibilidad practica 
de hacerlo de otra manera más formal y vinculante, se presenta como un mecanismo muy útil 
en la práctica. Considero, así mismo, que este es un tema  con una gran vocación de futuro 
puesto que, hoy en día este fenómeno va a más siendo incluso fomentado y potenciado por los 
poderes públicos en todos los niveles y que forma ya parte del debate en torno a la 












I La Responsabilidad Social Empresarial cómo ámbito de gobernanza global 
 
En este primer apartado del trabajo se pretende presentar los conceptos básicos que van a 
permitir encuadrar y entender el fenómeno de la Responsabilidad Social Empresarial. Para 
ello, lo he dividido en tres subapartados. El primero trata de hacer accesible el complejo 
concepto de la gobernanza global y el segundo trata de realizar una aproximación sobre el 
concepto de Responsabilidad Social Empresarial. En el tercer subapartado se recogen las 
críticas y reflexiones en torno a la RSE y a sus déficits democráticos. He empezado con estos 
tres subapartados al entender que en primer lugar, resulta necesario comprender el contexto en 
el cual se enmarca el fenómeno de la RSE para poder entender más tarde en que consiste éste. 
Así mismo, he incluido el tercer subapartado para abordar las críticas que ha tenido este 
movimiento y poder entenderlo de esta forma en su totalidad y dar al trabajo una perspectiva 
más amplia mostrando también las carencias más frecuentemente reprochadas a la RSC. 
 
I.I Concepto de gobernanza global 
 
Con el término gobernanza global nos referimos de forma amplia a los nuevos modelos de 
gobernación y regulación de aspectos concretos de la política mundial aparecidos a finales del 
siglo XX que van más allá del papel de los Estados
1
. Así mismo, no se puede entender la 
emergencia del concepto de gobernanza global sin considerar tres procesos fundamentales 
ocurridos en las últimas décadas: las transformaciones globales de la economía internacional 
bajo el impulso de la globalización; la transformación del orden mundial tras el fin de la 
guerra fría; y el incremento de esferas de poder y autoridad logrado por los actores no 
estatales en las Relaciones Internacionales. Además de otros fenómenos tales como la 
emergencia de la sociedad civil global. 
Podemos definir por tanto, la gobernanza como la suma de las múltiples maneras en que los 
individuos y las instituciones tanto públicas como privadas, manejan asuntos comunes. Se 
trata de un proceso continuo mediante el que se acomodan intereses diversos y en ocasiones 
conflictivos y se trata de adoptar acciones cooperativas. La gobernanza incluye las 
instituciones formales y los regímenes con poder para imponer obediencia, así como los 
arreglos informales que las partes han acordado
2
. 
Por otro lado la emergencia del concepto teórico de autoridad privada en el ámbito de las 
relaciones internacionales permite entender como las empresas han pasado a desempeñar 
funciones políticas y reguladoras como expertas en los mercados. Del mismo modo, en el 
caso de la Responsabilidad Social Empresarial o Corporativa las élites empresariales han 
conseguido que se las reconozca como autoridades privadas para adoptar marcos de 
autorregulación de los impactos sociales y medioambientales de la actividad productiva 
transnacional al margen de la regulación pública y de la actuación de los estados. 
                                                          
1 ALBAREDA VIVÓ, Laura. La contribución de las autoridades privadas a la gobernanza global: Las élites 
empresariales en las iniciativas de responsabilidad social de la empresa. Tesis doctoral dirigida por el Dr. Josep 
Ibáñez y el Dr. Josep M. Lozano. Tutora: Dra. Esther Barbé. Programa de Doctorado en Relaciones 
Internacionales e Integración Europea. Institut Universitari d’Estudis Europeus. Departament de Dret Públic i de 
Ciències Historicojurídiques, 2009. 
2
 Definición elaborada por la Comisión de Gestión sobre Asuntos Públicos Mundiales. Se trata de un gabinete 
estratégico de expertos en gobierno internacional que realiza propuestas para mejorar el gobierno del mundo. 
SOLÀ, Amadeu, La traducción de governance. Antes en: Dirección General de Traducción de la Comisión 
Europea, La traducción de governance. Comisión Europea, Bruselas, 1998. 
 




A través de estos mecanismos de Gobernanza Global se permite la participación activa de 
otros actores legítimos en aquellos puntos en que los estados no puedan o no quieran entrar. 
Se trata por tanto de mecanismos de gestión de los asuntos públicos que al incorporar nuevos 
actores como la sociedad civil, las ONG o las empresas tienen la vocación de ser más 
democráticas, más participativas y más abiertas, incorporando actores con mayor capacidad y 





I.II Concepto de Responsabilidad Social Empresarial 
 
Descifrar la naturaleza de este fenómeno empresarial, jurídico, económico y social no es 
sencillo. Las empresas se han encontrado desde hace décadas, y más aún desde la 
globalización y los fenómenos de la externalización y la internacionalización con la necesidad 
o conveniencia de trasladar tramos de los procesos productivos de los países desarrollados a 
otras partes del mundo, como por ejemplo Bangladesh, Brasil o la China, por motivos 
básicamente económicos. Éstos son por un lado, la enorme reducción de los costes 
productivos y por otro, los relativamente muy baratos costes de transporte marítimo
4
. Las 
empresas, en su búsqueda de la reducción máxima de los costes productivos, se han 
encontrado con Estados huéspedes con gobiernos que no tienen un especial interés en la 
protección de los derechos humanos ni medioambientales. Agravando lo anterior, sus Estados 
de origen, en su mayoría países desarrollados,  no han  podido o no han querido gestionar un 
problema que, aunque está provocado por empresas de su nacionalidad, no ocurre bajo su 
jurisdicción si no que trasciende de sus fronteras. 
Andrew Carnegie
5
 definía, ya a finales del Siglo XIX, la responsabilidad social como un 
compromiso inteligente y objetivo por el bienestar de la sociedad que reprime el 
comportamiento individual de la empresa a realizar una actividad destructiva, aunque sea 
económicamente muy provechosa. Dirigiendo este movimiento a las empresas  hacia 
contribuciones positivas para la mejora del hombre. 
Actualmente, el estudio de la RSE se presenta como el encuentro en la política mundial entre 
el movimiento social crítico por parte de la sociedad civil y las ONG’S, que reclamaban más 
responsabilidad empresarial, y el propio movimiento de RSE llevado a cabo desde dentro de 
las empresas y organizaciones empresariales. Se trata, cada vez más, de un proceso  de 
institucionalización
6
 a través de las interacciones o actuaciones conjuntas de gestión 
                                                          
3
 FERNÁNDEZ AMOR, José Antonio y GALA DURÁN, Carolina (coord.). La responsabilidad social 
empresarial: un nuevo reto para el Derecho. Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales, S.A. Alguete, Madrid, 
2009. ISBN: 978-84-9768-677-8. 
4
 Esto a causa del conocido como fenómeno de la Containerización Internacional que ha permitido reducir 
dramáticamente los costes del transporte marítimo después de la Segunda Guerra Mundial. LEVINSON, Marc. 
How the Shipping container made the world smaller and the world economy bigger. Princeton University Press, 
Princeton (Nueva Jersey, Estados Unidos), 2008. ISBN: 0691136408.  
5
 Fundador del conglomerado U.S. Steel que publicó en 1899 un libro llamado The Gospel of Wealth o El 
Evangelio de la Riqueza que exponía, de forma algo paternalista según algunos, una definición clásica de 
Responsabilidad Social Empresarial. AGÜERO, Raquel. Responsabilidad Social Empresarial, una 
aproximación  histórica. Estrucplan Publicaciones Online, Argentina, 2006. Disponible en: 
<https://www.estrucplan.com.ar/Producciones/entrega.asp?ldEntrega=1323> 
6
 Podremos ver esto en apartados posteriores, ya que estamos siendo testigos de cómo instancias internacionales 
como Naciones Unidas, regionales como la Unión Europea o los propios gobiernos estatales incluyen la 
promoción de estas prácticas en sus políticas públicas y están realizando mecanismos jurídicos como guías de 
implementación. Esto ha permitido que la RSE pase de una esfera únicamente empresarial a conquistar esferas 
institucionales. 




empresarial desde los presidentes o consejeros de algunas empresas a los actores de la 
sociedad civil y autoridades públicas. Esto ha creado espacios de interacción que se han ido 
repitiendo y formalizando de este modo procesos mediante contratos, consorcios, pactos y 
convenios que han ido creando nuevas instituciones y procedimientos y creando, en 
definitiva, unas nuevas reglas de interacción.  
 
Podemos explicar el surgimiento de este tipo de prácticas de RSE por el proceso de 
construcción del capitalismo global el cual ha comportado una lógica cada vez más intensa de 
competitividad económica que afecta directamente a la distribución del trabajo, la riqueza y 
los recursos en todo el planeta. Las empresas han adquirido en consecuencia una función 
impulsora del desarrollo social y medioambiental, así como del bienestar de las comunidades 
donde desarrollan su actividad y por ende de la sociedad en general, superando así su papel 
tradicional de agentes económicos para convertirse además en agentes generadores de 
bienestar social por medio del trabajo o la formación. Sin embargo, desde el otro lado del 
prisma, se erigen también como agentes generadores de riesgos sociales (pobreza, desigualdad 
social, explotación laboral…). Además, la actividad empresarial se ha transnacionalizado más 
allá de las fronteras estatales a través de cadenas de producción y subcontratación complejas y 
diversas en todo el planeta mientras que los Estados siguen manteniendo, en general, una 
regulación empresarial anclada en la jurisdicción sobre el territorio nacional, hecho que ha 
generado un vacío en la actividad económica en el contexto internacional. 
El nacimiento de esta nueva práctica, además de por los motivos enunciados anteriormente,  
ha sido en gran parte consecuencia del propio orden multilateral creado tras la segunda guerra 
mundial que ha permitido el desarrollo de estos espacios políticos transnacionales que 
pretenden regular la economía global, así como de las políticas neoliberales adoptadas en los 
últimos años por los gobiernos que han favorecido la mínima intervención estatal en estos 
ámbitos, dejando en manos del sector privado la responsabilidad de regular sus actividades y 
los mercados.  
Se trata, por tanto, de un fenómeno que ha surgido por distintas fuentes, impulsado 
principalmente por la acción de las ONG y la sociedad civil que reclamaban que las empresas 
cumplieran con unos estándares básicos cuando actuaran en los países en desarrollo para 
evitar las violaciones de derechos humanos flagrantes que se estaban produciendo con 
situaciones tales como los famosos sweatshops
7
, el trabajo infantil, malas condiciones de 
seguridad en las fábricas…que incluso en ocasiones había terminado en grandes catástrofes8.  
Sin duda, los estados en vías de desarrollo eran y son hoy en día los más vulnerables a este 
tipo de prácticas por parte de las grandes corporaciones puesto que al contar con legislaciones 
menos desarrolladas, con colectivos más vulnerables y con más dificultades para acceder a un 
control judicial efectivo por parte de la población indígena, los inmigrantes o de personas con 
pocos recursos económicos, han sido y son aun en la actualidad una presa fácil para llevar a 
cabo comportamientos empresariales poco éticos con total impunidad.  
                                                          
7
 Termino que se usa comúnmente para hacer referencia a las fábricas en las cuales los trabajadores están 
sometidos a un entorno duro, con ventilación inadecuada, condiciones de trabajo peligrosas para la salud, 
horarios de trabajo excesivamente largos e incluso sujetos ocasionalmente a abusos físicos o mentales. 
8
 Por ejemplo, el derrumbe producido en una fábrica de las afueras de Dacca (Bangladesh) en abril del 2013 que 
acabo con la muerte de más de 400 personas o el derrumbe producido en la misma población en 2006 que 
provoco la muerte de 61 personas y 86 heridos o los ya comunes incendios en fábricas de la India provocados 
por la precariedad del sistema eléctrico de los edificios, la maquinaria obsoleta y en mal estado y la ausencia de 
medidas de seguridad. 




Por otro lado, es necesario hacer mención a los regímenes privados. Estos son mecanismos 
internacionales institucionalizados formados por principios, normas, reglas y procedimientos 
de toma de decisiones, mecanismos de aplicación forzosa…etc. que acaban condicionando el 
comportamiento de actores públicos y privados. Son desarrollados en un ámbito privado y 
regulan una área específica de la actividad empresarial donde la autoridad estatal no está 
presente o no es la forma predominante de autoridad política.  Muchos de estos elementos 
confluyen en la RSE, que si bien no podemos afirmar en la actualidad que se trate de un 
régimen privado, algunos autores apuntan que en el futuro puede convertirse en uno.  
La finalidad de este movimiento de la Responsabilidad Social Empresarial es fijar unos 
estándares mínimos a respetar por parte de las empresas por lo que respecta a sus 
comportamientos en el ámbito laboral, medioambiental y social.  
A todo lo anterior, se le han sumado más recientemente las acciones nacidas en el sí de las 
propias empresas, es decir, la autorregulación. Hay quien dice que esta práctica se ha 
expandido al ver las propias empresas y corporaciones que este tipo de conductas 
empresariales éticas suponen un nuevo instrumento de marketing por percibir que pueden ser 
castigadas en el mercado si no muestran algún tipo de sensibilidad social. Hay quien opina, 
también, que este fenómeno de la autorregulación trata de sustraer estos temas de los poderes 
públicos y hay quien opina que las empresas han aceptado el gran impacto de sus actividades 
en los derechos humanos, el medio ambiente y los derechos laborales y sociales, han tomado 
consciencia de ello y han visto la necesidad de actuar con consciencia social. 
La realidad es que, sea por el motivo que sea, cada vez más empresas, sobretodo grandes 
corporaciones y multinacionales (aunque va en aumento también el porcentaje de pequeñas y 
medianas empresas), incluyen en algún aspecto de su actividad mecanismos de RSE. Esto ha 
sucedido también en el ámbito español y así ha quedado demostrado por el Estudio 
Multisectorial de 2011 sobre el estado de la Responsabilidad Corporativa de la Gran Empresa 
en España
9
. Por todo lo anterior, hemos sido testigos al nacimiento de un fenómeno que ha 
surgido con fuerza y que parece haber venido para quedarse. 
 
I.III Críticas y reflexiones en torno a la RSE y a sus déficits democráticos 
 
Como ya he dicho anteriormente uno de los elementos más importantes de la gobernanza 
global en la actualidad es la naturaleza diversa de los actores que participan en ella. Tanto es 
así, que mientras antes de los años setenta la presencia de actores no estatales era 
prácticamente irrelevante ahora, y cada vez más, actores privados como las multinacionales 
desempeñan un papel fundamental en la gobernanza global actual. Hoy en día, nos movemos 
en un contexto en que empresas transnacionales son correas de transmisión de la política 
exterior de sus países y en determinados contextos tienen un poder enorme, tanto económico 
como político. No es algo desconocido por nosotros que muchas de las grandes corporaciones 
multinacionales cuentan con presupuestos mayores que el del país en el que operan. 
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Como sabemos, el origen de este tipo de mecanismos lo encontramos en los procesos de 
liberalización impulsados por las políticas neoliberales de los gobiernos en la década los 
noventa. La retirada por parte de los Estados en su papel como reguladores y supervisores de 
los mercados, propició la entrada y conquista de espacios sin regulación por las agencias 
reguladoras independientes y privadas o la acción autoreguladora de las propias empresas 
transnacionales. Esto se debe a que los mercados (laborales, productivos, financieros…) 
necesitan un cierto orden y regulación si este orden no se proveía por el sector público, debía 
de proveerse en el privado. Agravando lo anterior, la inexistencia de una autoridad o un 
gobierno mundial que dirija el gobierno de los asuntos públicos globales ha facilitado la 
emergencia de este tipo de prácticas en las cuales podemos enmarcar el movimiento de la 
Responsabilidad Social Empresarial. 
Estas prácticas son “nuevas” formas de actividad política que inciden directamente en las 
estructuras de poder político, en la toma de decisiones y en el desarrollo de nuevas 
regulaciones superando la influencia política tradicional, más pasiva, que las empresas habían 
desarrollado a través de mecanismos tradicionales como lobby o financiando partidos y que se 
consideraba poder instrumental. Ahora, en el contexto de la gobernanza global y con estos 
nuevos hábitos, hablamos de ejercicio de poder estructural, mucho más activo, con el 
desarrollo de un nuevo marco de regulación global, conquistando incluso, espacios públicos y 
superando el papel regulador de los estados.  
Muchos autores han reprochado a este fenómeno la privatización de la gobernanza al margen 
de la autoridad pública por romper con la jerarquía política e incluso en ocasiones se ha 
percibido como una amenaza a la democracia y el bienestar público, por el hecho de que el 
sector privado gestiona bienes públicos globales como pueden ser los mercados laborales. Así 
mismo, el establecimiento de las reglas de juego en los mercados globales por las empresas 
multinacionales les ha permitido legitimar la expansión de su autoridad política, esta derivada 
de sus conocimientos y su experiencia, aportando nuevas ideas y normas a la sociedad por 
encima de los Estados. Otro punto no tan conocido pero que resulta también de gran 
importancia es la conquista del poder discursivo que han llevado a cabo, es decir, de la 
capacidad de influir en los procesos políticos modelando las normas, las ideas y las estrategias 
políticas. Aquí el peligro estiva en que estas regulaciones se lleven a cabo sin someterse al 
control y la supervisión pública.  
La RSE es una forma emergente de gobernanza global que discurre entre la autorregulación 
por un lado, y la emergencia de un nuevo espacio de regulación multistakeholder desarrollada 
entre las empresas, las organizaciones de la sociedad civil global, los sindicatos y los 
organismos de Naciones Unidas por otro
10
. Así pues, hay quien afirma que la RSE es una 
respuesta discursiva, política y material de las empresas y la clase capitalista transnacional 
ante los cambios en la economía política global, la transformación del Estado-nación y la 
emergencia de la sociedad civil global
11
. Este movimiento y su rol cada vez mayor, confirman 
el papel de las empresas transnacionales como autoridades privadas en la gobernanza global y 
como agentes políticos en su calidad de regulador de los efectos externos sociales y 
medioambientales de su actividad productiva.  
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Pese a todo lo anterior, lo cierto es que la autorregulación empresarial no es un mecanismo 
nuevo, lo innovador en el contexto de gobernanza global es que estas regulaciones se han 
desplegado de forma muy rápida en sectores de gran especialización como el financiero o el 
electrónico. Además de que se ha producido un gran incremento de la influencia, número de 
acuerdos y prácticas asociadas. En este contexto, algunos autores han afirmado que estas 
nuevas formas de regulación privada no tienen por qué ser incorporadas a la legislación 
nacional o internacional, es decir, tratarse de hard law para tener impacto sino que su 
existencia se desarrolla más allá de los sistemas jurídicos y legales nacionales.  
 
Hay también quien ha considerado que las empresas transnacionales han desarrollado dichas 
formas de regulación tales como las pautas de conducta para evitar la imposición de futuras 
regulaciones gubernamentales lo cual resulta preocupante puesto que en muchos casos tales 
regulaciones ocupan parcelas tan delicadas como la seguridad pública. También se han 
referido a este fenómeno autores como Djelic
12
 como proceso de marketización. Entendiendo 
por este la tendencia dentro de la gobernanza global de la expansión y primacía de las 
ideologías vinculadas a la privatización y la desregulación, que al final permitió un proceso de 
autorregulación de los actores privados.  
Se alzan por tanto, voces críticas que definen la RSE como un sistema privado de gobernanza 
corporativa que desplaza la autoridad reguladora de los Estados, con el déficit democrático 
que esto comporta, por el traslado del poder regulador desde los parlamentos estatales a los 
consejos y las juntas directivas de las empresas. Se dice también, que no es más que una 
tendencia que aborda estrategias de mejora de la imagen y de las relaciones públicas de las 
empresas, y no un cambio sustancial en la actitud y los valores de éstas. 
 
En mi modesta opinión, se trata de un fenómeno complejo por el contexto en el cual se sitúa y 
por las implicaciones que tiene en ámbitos tan sensibles como los derechos humanos o los 
derechos medioambientales por lo que me parece peligroso que estos mecanismos de RSE 
escapen del control público o sirvan para evitar que los gobiernos regulen sobre tales 
materias. Entiendo por tanto, que se trata de un mecanismo muy útil para suplir los vacíos 
legales en la actividad transnacional de las empresas pero que no se deben dejar únicamente 
en manos de empresas privadas si no que estos mecanismos han de ser abiertos, públicos y 
han de permitir la participación de todas las partes involucradas como la sociedad civil, las 
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II  Marco jurídico regulador 
 
Este apartado, que según mi punto de vista es uno de los más importantes de este trabajo, 
presenta la regulación a nivel internacional y regional (Unión Europea) que se ha llevado a 
cabo en los últimos años sobre la RSE.  
 
En el primer subapartado, el cual aborda la regulación a nivel internacional se detallan las 
principales iniciativas llevadas a cabo desde los primeros intentos infructuosos hasta las 
últimas actuaciones llevadas a cabo por Naciones Unidas. Para esto he incluido subepígrafes 
específicos para las Directrices de Maastricht sobre las violaciones de los Derechos 
económicos, sociales y culturales; El UN Global Compact o Pacto Mundial y el Global 
Reporting Initiativ; Las Normas del 2003 sobre responsabilidad de las empresas 
transnacionales y otras empresas comerciales en la esfera de los Derechos Humanos; Los 
Principios de Maastricht de 2011 sobre obligaciones extraterritoriales de los Estados en el 
área de los derechos económicos, sociales y culturales; y Los principios Rectores sobre 
empresa y Derechos Humanos. En este último caso, al tratarse de unas de las más importantes 
contribuciones de la ONU al avance de la RSE y con tal de facilitar su análisis he dividido 
este subepígrafe en tres partes que coinciden con la división llevada a cabo en el Informe. En 
primer lugar, el deber del estado de proteger los Derechos Humanos; en segundo lugar, la 
Responsabilidad de la empresa de respetar los derechos humanos; y en tercer lugar, el acceso 
a los mecanismos de reparación. Por último, he incluido un apartado con otras iniciativas de 
menor relevancia. 
 
Por lo que respecta, al segundo apartado sobre el marco jurídico europeo, he presentado las 
principales iniciativas y acciones llevadas a cabo por los órganos de la Unión Europea en esta 
materia. Como veremos más adelante, la actividad de la UE en este ámbito ha sido prolifera al 
considerar la RSE como un mecanismo beneficioso y ha impulsado incluso la acción de los 
gobiernos de los Estados Miembros en este sentido. 
 
II.I Marco jurídico internacional 
 
La aproximación tradicional llevada a cabo por el Derecho Internacional sobre los derechos 
humanos es que los estados y únicamente los estados eran los responsables de su protección. 
Esto puesto que históricamente, el concepto de derechos humanos fue desarrollado para evitar 
la comisión de arbitrariedades por parte de los estados en perjuicio de la población que se 
encontraba bajo su jurisdicción. En este sentido, existe desde hace varias décadas un principio 
del Derecho Internacional que dispone que todo daño producido por la violación de una 
norma internacional conlleva responsabilidad estatal y la obligación de reparar.  
 
Este principio ha sido recogido en numerosas decisiones de la Corte Permanente de Justicia 
Internacional
13 
y de la Corte Internacional de Justicia
14
. Del mismo modo, se ha reconocido 
también en convenciones y declaraciones de alcance universal como el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de 1966, y algunos tratados de aplicación regional como el 
Convenio Europeo para la salvaguardia de los Derechos Humanos y libertades fundamentales 
de 1950.  
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No fue hasta la creación del Tribunal de Núremberg
15
 y, especialmente, de los tribunales ad 
hoc y del establecimiento de la Corte Penal Internacional
16
 en la década de los noventa, que se 
consideró al individuo como sujeto pasivo de Responsabilidad  Internacional por violaciones 
de derechos humanos. En este mismo contexto, se discutió la posibilidad de que las personas 
jurídicas fuesen consideradas penalmente responsables por la comisión de crímenes 
internacionales, pero esta idea no llegó a prosperar entonces. Hoy esta puerta sigue abierta y 
algunos estados lo están reconociendo jurídicamente ante cualquier violación de derechos 
humanos, como es el caso español con la reciente reforma del CP, que abordaremos en otro 
apartado del presente trabajo. 
No obstante, actualmente, esta protección se ha extendido y los estados no sólo deben 
abstenerse de violar derechos humanos, sino que también deben salvaguardar los derechos de 
su población frente a la acción de los privados, esto sobre la base de la obligación de garantía 
que soberanamente han contraído. En los últimos años estamos presenciando un crecimiento 
cada vez mayor del rol que juegan los actores no estatales, y aunque en un primer momento 
no se les reconoció a estos la obligación de respetar los derechos humanos si no que el Comité 
recondujo la responsabilidad hacia los estados parte como los guardianes de los derechos 
humanos y los encargados de controlar el impacto de la actividad del sector empresarial en su 
implementación. Hoy en día, la gran presencia de las empresas multinacionales en el mundo, 
cuyo poder en muchas situaciones supera al de los propios estados, ha ocasionado que el tema 
de su responsabilidad internacional vuelva a discutirse. 
 
Esta idea ha resurgido con más fuerza, puesto que se ha comprobado en la práctica que en 
numerosas ocasiones los estados territoriales no son capaces de cumplir con sus obligaciones 
con respecto a los derechos humanos. Esto a consecuencia de que las decisiones de actores no 
estatales, como instituciones económicas internacionales o empresas multinacionales con el 
mismo poder real que algunos estados, pueden tener un impacto más grande en la 
materialización de los derechos humanos. 
 
Como vemos, la situación actual en que la protección y respeto de los derechos humanos se 
circunscribe solo a la protección por parte de los estados se presenta claramente insatisfactoria 
ya que empresas transnacionales tienen el potencial para traducir su poder económico en 
poder político de facto y esta situación hace irreal la expectativa de respeto de los derechos 
humanos si esta emana exclusivamente de los estados huéspedes. Parece necesario, por tanto, 
que estas corporaciones multinacionales, así como los otros estados de la comunidad 
internacional y el estado sede de la empresa multinacional, sean también responsables de las 
violaciones de los derechos humanos cometidas en adición al estado huésped, el tradicional 
garante del respeto de los derechos humanos. Esto no significa que el estado donde la empresa 
realiza sus actividades vea reducida su responsabilidad por las violaciones acontecidas bajo su 
jurisdicción ni sus obligaciones de respeto y promoción, ya que este continuara siendo el 
guardián principal pero ante la fragilidad de algunos estados o el poder político de grandes 
corporaciones no equiparable al de pequeños estados, países en vías de desarrollo o estados 
fallidos se vuelve necesario que la responsabilidad recaiga también de forma complementaria 
en estos otros actores. 
 
En este sentido, la comunidad internacional con Naciones Unidas a la cabeza se ha venido 
preocupando por este nuevo fenómeno desde la década de los noventa, momento en que la 
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cuestión de las empresas y los derechos humanos entró definitivamente en la agenda 
internacional. Hecho éste que reforzó la consciencia social del impacto de las empresas en los 
derechos humanos y lo que ha conducido a la existencia de un gran número de herramientas 
para guiar a las empresas y sus acciones de RSE en el ámbito de los derechos humanos. En 
los siguientes apartados abordare las iniciativas internacionales más importantes en esta 
materia. 
 




Estas directrices fueron adoptadas en 1997
18
 y toman claramente la posición de que los 
estados de origen de las empresas tienen a veces la posibilidad, pero nunca la obligación de 
protección ante los abusos cometidos sobre los derechos humanos, por lo que la 
responsabilidad principal recae sobre el estado huésped. Así mismo el Principio 18 dispone 
que la obligación de protección de los Estados incluye la responsabilidad de asegurar que las 
entidades privadas, incluyendo las corporaciones transnacionales sobre las cuales tienen 
jurisdicción, no priven a ninguna persona de sus derechos económicos, sociales y culturales. 
Por tanto, los estados son responsables de la violación de estos derechos para el caso que no 
realicen con la diligencia debida funciones de control y supervisión del comportamiento de 
estos actores no estatales. Esta idea queda recogida en los comentarios a los Principios de 
Maastricht donde se dice que la inacción del estado en controlar la conducta de las entidades 
privadas dará como resultado la responsabilidad del estado por las violaciones cometidas. 
II. I.II El UN Global Compact o “Pacto Mundial” y el Global Reporting Initiative 
El 31 de Enero de 1999 durante el World Economic Forum celebrado en Davos (Suiza) el 
entonces Secretario General de las Naciones Unidas, Kofi Annan
19
, realizó un llamamiento 
mundial a los líderes empresariales para que se unieran a un Global Compact con el objetivo 
de promover la creación de una ciudadanía corporativa
20
 que permitiera la conciliación de los 
intereses y procesos de la actividad empresarial con los valores y demandas de la sociedad 
civil, así como con los proyectos de la ONU, organizaciones sectoriales, sindicatos y ONG. 
La UN Global Compact es una iniciativa voluntaria que tiene por objetivo comprometer 
seriamente a la comunidad empresarial transnacional con los principios y las normas del 
sistema de Naciones Unidas y los valores de la comunidad política internacional. En 
particular, busca la adhesión a tres declaraciones internacionales de referencia y de ámbito 
global que son la Declaración Universal de los Derechos Humanos
21
, la Declaración de la 
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Organización Internacional del Trabajo
22
 y la Declaración de Río sobre Desarrollo y Medio 
Ambiente
23
. Con dicha adhesión se pretende reconocer que existen en la sociedad globalizada 
unos intereses supranacionales, globales, de justicia social, derechos humanos y sostenibilidad 
del planeta que están por encima de los intereses y el beneficio empresarial.  
Los Diez Principios del Pacto Mundial están basados en Declaraciones y Convenciones 
Universales aplicadas en cuatro áreas, los Derechos Humanos, el Medio Ambiente, los 
Estándares Laborales y la Anticorrupción. 
Por lo que respecta a los Derechos Humanos se establecen dos principios. Por un lado, las 
Empresas deben apoyar y respetar la protección de los derechos humanos fundamentales 
reconocidos universalmente, dentro de su ámbito de influencia; y por otro lado, deben 
asegurarse de que sus empresas no son cómplices de la vulneración de los derechos humanos 
Así en relación con los Estándares Laborales el Principio 3 establece que “Las empresas 
deben apoyar la libertad de Asociación y el reconocimiento efectivo del derecho  a la 
negociación colectiva”. El Principio 4 que “Las Empresas deben apoyar la eliminación de 
toda forma de trabajo forzoso o realizado bajo coacción” y el Principio 5 y 6 que “Las 
Empresas deben apoyar la erradicación del trabajo infantil y la abolición de las prácticas de 
discriminación en el empleo y ocupación”. 
En relación al Medio Ambiente en el Principio 7 se dispone que “Las Empresas deberán 
mantener un enfoque preventivo que favorezca el medio ambiente”. Mientras que en el 
Principio 8 se establece que estas “deben fomentar las iniciativas que promuevan una mayor 
responsabilidad ambiental” y en el Principio 9 se dice que “Las Empresas deben favorecer el 
desarrollo y la difusión de las tecnologías respetuosas con el medio ambiente”. Por último, y 
por lo que respeta a la lucha contra la corrupción el Principio 10 dispone que “Las Empresas 
deben trabajar en contra de la corrupción en todas sus formas, incluidas la extorsión y el 
soborno”. 
Sin embargo, esta iniciativa no se ha diseñado como un mecanismo coercitivo, con control 
jurídico formal; en otras palabras, no se trata de una norma internacional formal sino que es 
un marco legal voluntario que se concretó en un instrumento jurídico de libre adscripción por 
parte de las empresas, organizaciones, estados y entidades para la toma de conciencia y de la 
asunción de responsabilidad de llevar a cabo un proyecto global. El único compromiso que 
adquieren los firmantes es el de dar explicaciones del proceso que van logrando en la 
implementación de los diez principios del Pacto a través del Global Initiative Reporting, es 
decir, mediante la elaboración de “Informes de Progreso” públicos a realizar de forma anual24. 
Con esto se pretende que las entidades firmantes identifiquen sus avances en las materias de 
UN Global Compact como sistema de autoevaluación y, por otro, dotar de mayor credibilidad 
a la iniciativa por medio de la transparencia.  
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Esta iniciativa no ha sido un éxito clamoroso pero cuenta con 12.000 participantes en más de 
145 países, lo que lo convierte en la iniciativa de ciudadanía corporativa más grande del 
mundo. Se trata de un sistema de soft law que debe revisarse, si se pretende dar más fuerza 
jurídica. No obstante, no está claro que en la actualidad las empresas acepten un sistema de 
control más formalizado. 
II.I.III Las Normas del 2003 sobre responsabilidad de las empresas transnacionales y 
otras empresas comerciales en la esfera de los derechos humanos
25
 
Estas normas elaboradas por un órgano subsidiario de expertos de la Antigua Comisión de 
Derechos Humanos, se centran en las obligaciones para con los derechos humanos que tienen 
las empresas pero empiezan en su primer parágrafo repitiendo el ya bien conocido y 
establecido principio de que los estados tienen la responsabilidad principal con respecto a los 
derechos humanos, incluyendo la obligación de protegerlos contra la actividad de las 
empresas. Aun y así, y mientras que reitera que ninguna de las normas podrá ser interpretada 
como que restringe o disminuye las obligaciones de los estados como principales garantes de 
los derechos humanos sí parece sugerir que las empresas y corporaciones tienen unas 
obligaciones complementarias aunque de manera simultánea a los estados.  
Estas normas suponían un pequeño avance conceptual al otorgar esta responsabilidad 
complementaria a las empresas y no incardinarla solamente a la de los Estados pero el rechazo 
del sector empresarial y el poco apoyo recibido por parte de los Estados de la Comunidad 
Internacional hizo que la Comisión se abstuviera de actuar en relación con la propuesta, lo 
que no permitió que estas normas desplegaran sus efectos y consiguieran los objetivos 
pretendidos. 
II.I.IV Los Principios de Maastricht de 2011 sobre las Obligaciones Extraterritoriales de 
los Estados en el Área de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
Estos principios jurídicos internacionales aclaran las obligaciones de los Estados en materia 
de derechos humanos más allá de sus fronteras. Son el resultado de las deliberaciones de un 
grupo de 40 destacados expertos en derecho internacional y derechos humanos de todas las 
partes del mundo
26
 con la intención de cubrir la brecha de las obligaciones extraterritoriales 
en el sistema de protección universal de los derechos humanos.  
 
II.I.V Los Principios Rectores sobre las empresas y Derechos Humanos 
Este debate sobre la importancia de que las empresas multinacionales sean consideradas como 
responsables por las violaciones cometidas por ellas llevó a que el Consejo de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas nombrara en 2005 a un Representante Especial para los 
Derechos Humanos y Empresas Transnacionales y otras Empresas Comerciales en el ámbito 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Este fue 
finalmente John Ruggie y tuvo como misión elaborar una guía de principios que debían ser 
aplicados tanto por los estados como por las empresas multinacionales, los conocidos 
“Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica del marco 
de las Naciones Unidas para "Proteger, respetar y remediar" los cuales fueron finalmente 
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 Las Normas sobre responsabilidad de las empresas transnacionales y otras empresas comerciales en la esfera 
de los Derechos Humanos de 13 de Agosto de 2003 se pueden consultar en el U.N. Doc. 
E/CN.4/Sub.2/2003/12/Rev.2 (2003). 
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aprobados por el Consejo de Derecho Humanos el 16 de junio de 2011. 
Se trata de uno de los últimos estudios que se han centrado en analizar el surgimiento de un 
nuevo espacio político global donde convergen empresas y las organizaciones de la sociedad 
civil global, y se centra en el análisis del papel de las empresas en la agenda global en materia 
de derechos humanos, medio ambiente y anticorrupción, atendiendo de forma especial a la 
responsabilidad social y medioambiental de la empresa. Este documento ha sido utilizado por 
gobiernos, empresas y asociaciones empresariales, organizaciones de la sociedad civil y de 
trabajadores, instituciones nacionales de derechos humanos, inversores e instituciones 
multilaterales. 
 
Ruggie que era consciente de que los mercados y las empresas se han convertido en sistemas 
y entes transnacionales lo que ha hecho inútiles los acuerdos sociales nacionales, ha 
considerado necesario llevar el liberalismo a lo global para buscar un nuevo compromiso 
transnacional. Esto significa que más allá del multilateralismo estatocéntrico que ha sido 
superado en un mundo global y es lo que ha pretendido con la elaboración de estos Principios, 
que aunque parecen difíciles de cumplir en la práctica así como de controlar su cumplimiento, 
han permitido que las empresas sean conscientes de que no tienen carta blanca y hay cada vez 
una mayor atención por parte de los medios de comunicación, los tribunales, las ONG’s y los 
Estados sobre sus actividades. 
El trabajo realizado por el Representante Especial que tenía como finalidad esencial 
identificar y aclarar las normas y prácticas existentes se ha llevado a cabo en tres fases. En 
2005, se inició la primera fase en la cual el Representante Especial emprendió un amplio 
programa de investigación sistemática sobre temas tales como: las pautas de las presuntas 
violaciones de los derechos humanos cometidas por empresas, la evolución de las normas 
internacionales de derechos humanos y del derecho penal internacional; las nuevas prácticas 
de los estados y las empresas; el impacto de los acuerdos de inversión…entre otras 
cuestiones. Lo que ha permitido ampliar y consolidar una base objetiva para el actual discurso 
sobre la cuestión de las empresas y los derechos humanos y se refleja en los Principios 
Rectores del Anexo del presente informe. 
 
En una segunda fase que empezó en 2007 cuando el Consejo renovó por un año más el 
mandato del Representante Especial se le invitó a presentar recomendaciones. Así, en junio de 
2008 Ruggie formuló una única recomendación: que el Consejo apoyara el Marco para 
“Proteger, respetar y remediar” y así lo hizo el Consejo en su resolución 7/8, con la cual 
prorrogó también el mandato del Relator Especial hasta 2011 y le solicitó que pusiera en 
práctica el Marco y presentara recomendaciones concretas y prácticas para su 
implementación. Esta ha constituido la tercera fase del mandato y se ha llevado a cabo 
mediante conversaciones con todos los grupos interesados, incluidos gobiernos, empresas, 
particulares, comunidades directamente afectas, la sociedad civil y expertos en variados 
campos jurídicos y políticos.  
 
Este marco, dividido en una introducción a los Principios Rectores y un Anexo con los 
Principios mismos, se basa en tres principios fundamentales, ya antes enunciados. El primero 
es la obligación del estado de ofrecer protección frente a los abusos de los derechos humanos 
cometidos por terceros, incluidas las empresas, mediante las medidas adecuadas, actividades 
de reglamentación y sometimiento a la justicia. El segundo es la obligación de las empresas 
de respetar los derechos humanos, es decir, de actuar con la debida diligencia para no vulnerar 
los derechos de terceros y reparar las consecuencias negativas de sus actividades. El tercero es 
la necesidad de mejorar el acceso a las víctimas a vías de reparación efectivas tanto judiciales 




como extra judiciales.  
 
Estos Principios Rectores no sirven por si solos para poner fin a este problemas si no que 
pretenden crear una plataforma conjunta de acción mundial como base para seguir avanzando 
en esta materia. Del mismo modo, su aportación no radica en la creación de nuevas 
obligaciones de derecho internacional, si no en precisar las implicaciones de las normas y 
métodos actuales para los estados y las empresas e integrarlas en un modelo único, coherente 
e inclusivo. Además, este proyecto reconoce los puntos débiles del actual sistema pero 
también las posibles mejoras. Todo y lo anterior, hay quien considera que con este proyecto 
se ha dado un paso atrás al volver a colocar la responsabilidad de forma principal en el estado 
huésped y de una forma más débil en el estado de origen de la empresa. 
 
Por otro lado, estos principios son de aplicación universal pero hay que tener en cuenta que 
por lo que respecta a los medios de implementación no hay que dejar de considerar las 
diferencias existentes entre los estados de la comunidad internacional, ni entre las empresas 




II.I.V.I El deber del Estado de proteger los derechos humanos 
 
Así en primer lugar, en el apartado I, se centra en las obligaciones de los estados que han de 
proteger, prevenir, investigar, castigar y reparar los abusos cometidos por terceros, incluidas 
las empresas, en su territorio o bajo su jurisdicción mediante políticas adecuadas, actividades 
de reglamentación y sometimiento a la justicia. Esto no pretende hacer responsable al estado 
por las violaciones cometidas por otros sujetos si no que estas se les podrán atribuir para el 
caso de que los estados no hayan adoptado las medidas adecuadas para prevenir, investigar, 
castigar y reparar este tipo de abusos. Para esto, los estados “sede” tienen una obligación 
mucho más débil, es decir, una obligación blanda de  “enunciar claramente que se espera de 
todas las empresas domiciliadas en su territorio o bajo su jurisdicción respeten los derechos 
humanos en todas sus obligaciones”. Actualmente no existen normas internacionales que 
obliguen a regular las actividades extraterritoriales de las empresas pero sí que se recomienda 




Para llevar a cabo estas  obligaciones de protección, el Informe de Ruggie dispone unos 
principios operativos. Así el Principio Operacional 3 recoge la obligación general de los 
estados huéspedes, mediante sus competencias políticas y regulatorias, de hacer cumplir las 
leyes, hacer respetar los derechos humanos a las empresas, evaluar periódicamente si las leyes 
del país son adecuadas para este fin, evaluar que el derecho mercantil propicie este respeto. 
Por otro lado, la obligación blanda en este principio entronca en asesorar a las empresas de 
manera eficaz sobre cómo conseguir estos objetivos y alentar o si es preciso exigir a las 
empresas que expliquen cómo sus actividades tienen impacto en los derechos humanos es 
decir, en último término fomentar la toma de consciencia, la responsabilidad y la rendición de 
cuentas de las empresas por parte del estado de origen de la empresa. 
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En esta misma dirección, los Principios Operacionales del 4 al 6 se centran en el nexo entre el 
estado y las empresas. Más en concreto, en los pasos adicionales que han de tomar los estados 
para el caso de las empresas de su propiedad o bajo su control. Así mismo los estados deben 
de ejercer una supervisión adecuada tanto cuando contratan con empresas como cuando 
promulgan leyes para tal fin, ya que con la privatización de la prestación de servicios estatales 
los estados no renuncian a sus obligaciones internacionales para con los derechos humanos y 
han de promover igualmente el respeto de los derechos humanos con todas aquellas empresas 
con las que mantengan relaciones comerciales, ya que esta es una oportunidad que han de 
aprovechar para este fin.  
Se hace también una especificación en el Principio Operacional 7 para las zonas afectadas por 
conflictos, que son de por si circunstancias más vulnerables para los abusos de los derechos 
humanos por lo que se estipula en este informe la obligación de colaborar con las empresas 
para advertirlas, ayudarlas a prevenir y mitigar los posibles riesgos que emanen de sus 
actividades en estas circunstancias, la prestación de asistencia para evaluar y tratar estos 
riesgos sobre todo por lo que respecta a la violencia de género y sexual, han de negar todo 
apoyo y cualquier servicio público a aquellas empresas que estén implicadas en violaciones 
graves de derechos humanos y han de asegurar las leyes, reglamentos y medidas coercitivas 
para prevenir el riesgo de que las empresas se vean implicadas en violaciones de derechos 
humanos.  
Por otro lado, en el Principio Operacional 8 se busca garantizar la coherencia política tanto la 
vertical como la horizontal. Según el informe entendemos por coherencia vertical aquella que 
requiere que los estados dispongan de políticas, leyes y procesos necesarios para implementar 
obligaciones a las empresas dimanantes del derecho internacional de los derechos humanos y 
como coherencia horizontal que estos mismos estados ofrezcan apoyo, tanto a nivel nacional 
como subestatal, en materias tales como el derecho mercantil, la reglamentación del mercado 
de valores, la inversión, los créditos a la exportación, el comercio y la actividad laboral. 
Con esta misma finalidad de garantizar la coherencia política, y según el Principio 
Operacional 9, los Estados huéspedes deben mantener un marco normativo nacional adecuado 
para el cumplimiento de los derechos humanos cuando concluyan acuerdos políticos sobre 
actividades empresariales con otros estados o empresas. Así por ejemplo, los estados al 
concluir tratados bilaterales de inversión pueden restringir la capacidad de los estados de 
aplicar plenamente nuevas leyes en materia de derechos humanos o exponerse en caso 
contrario a arbitrajes internacionales.  
En el Principio 10 se establece que los estados cuando actúan en calidad de miembros de 
instituciones multilaterales que tratan cuestiones relacionadas con la empresa no deben dejar 
que se limite su capacidad de cumplir con los deberes de protección y han de alentar a estas 
instituciones para promover los derechos humanos en el ámbito empresarial y ayudar a los 
estados que lo soliciten a cumplir con estos deberes de protección, así como utilizar estos 
principios para promover la cooperación en la gestión de los temas relacionados con la 
empresa y los derechos humanos. 
II.I.V.II La responsabilidad de la empresa de respetar los Derechos Humanos 
Pasando ya al apartado II se trata la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos 
humanos. Para esto se establecen unos principios fundacionales que se van ampliando y 
concretando en los sucesivos principios operacionales. En primer lugar, por tanto se dispone 
que las empresas deben respetar los derechos humanos y abstenerse de toda infracción que 




vulnere los derechos de terceros, así como hacer frente a las consecuencias negativas sobre los 
derechos humanos de todo acto que derive de sus acciones o participaciones. Se trata de una 
norma de conducta esperada y reconocida por la gran mayoría de iniciativas voluntaria pero 
se trata también de una obligación de soft law que tata de sumarse como responsabilidad 
adicional a la que ya tienen las empresas de cumplir todas las leyes y normas nacionales de 
protección de los derechos humanos y tomar medidas para prevenir, mitigar y en su caso 
remediar las consecuencias negativas de sus actividades, así como llevar a cabo actividades 
para apoyar y promover los derechos humanos y mejorar el disfrute de los mismos, con 
especial atención a los grupos o poblaciones especialmente vulnerables como las mujeres, las 
minorías étnicas o los pueblos indígenas. 
En segundo lugar, en el punto 12 se hace una concreción al establecer que con el termino 
derechos humanos internacionalmente reconocidos nos referimos como mínimo a aquellos 
que constan en la Carta Internacional de los Derechos Humanos
28
 y los principios relativos a 
los derechos fundamentales establecidos en la Declaración de la Organización Internacional 
del Trabajo. 
Con esto lo que se trata, es de constreñir a las empresas en el respeto de unos mínimos 
respecto a de los derechos humanos, independientemente del país en actúen, y esto puesto que 
estas obligaciones de respeto de los derechos humanos se diferencia de las cuestiones de 
responsabilidad legal y de cumplimento de las leyes que sigue dependiendo en gran medida 
de las disposiciones legislativas nacionales en las jurisdicciones pertinentes, lo que permite 
regulaciones muy distintas de un estado a otro, incluso de forma intencionada por aquellos 
estados que no están muy interesados en el aseguramiento de unos derechos básicos para su 
población. Con esta responsabilidad internacional de respeto de los derechos humanos para 
las empresas se trata de contrarrestar estas posibles legislaciones divergentes entorno a los 
derechos humanos.  
Así esta responsabilidad de respetar los derechos humanos, exige a las empresas que eviten 
que sus propias actividades provoquen o contribuyan a tales vulneraciones, hagan frente a las 
consecuencias si estas se producen y traten de prevenir y mitigar las mismas (Principio 13), 
tanto las derivadas de acciones como de omisiones como también, y esto es muy importante, 
en sus relaciones comerciales
29
. 
Así en el principio 14 se establece que esta obligación de respetar se establece para todas las 
empresas independientemente de su tamaño, sector, contexto operacional y estructura. Del 
mismo modo, para cumplir con estas obligaciones han de contar con políticas y 
procedimientos apropiados que pasan por: un compromiso político para asumir su 
responsabilidad de respetar los derechos humanos; un proceso de diligencia debida para 
identificar, prevenir y mitigar su posible impacto en los mismos; y unos procesos adecuados 
para reparar las consecuencias negativas que hayan provocado o hayan contribuido a provocar 
(Principio 15). 
Por lo que respecta a los principios operacionales en este sentido, este informe establece en su 
principio 16 que las empresas han de contar con un compromiso político de asumir su 
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responsabilidad aprobada al más alto nivel directivo, que se haga pública y llegue a todas las 
partes interesadas con los procedimientos adecuados para inculcar el compromiso a toda la 
empresa. En el Principio 17 se establece también la necesidad de que tengan la debida 
diligencia en materia de derechos humanos mediante la configuración de un proceso continuo 
para evaluar el impacto real y potencial de sus actividades así como un seguimiento del 
mismo y de la forma de hacer frente a las consecuencias negativas. Para esto, las empresas 
han de calibrar los riesgos en materia de derechos humanos con la ayuda de expertos en la 
materia y con la inclusión de consultas sustantivas a grupos potencialmente afectados y otras 
partes interesadas, en función del tamaño y naturaleza de la empresa y del contexto de la 
operación (Principio 18). También se les recomienda la inclusión de las conclusiones de las 
evaluaciones de impacto en sus funciones y sus procesos internos, asignando tales funciones 
en los niveles adecuados y adoptando decisiones internas con las asignaciones presupuestarias 
oportunas y con procesos de supervisión que permitan ofrecer respuestas eficaces a tales 
impactos (Principio 19). Para lo anterior, las empresas y según el Principio 20 han de hacer un 
seguimiento de la eficacia de sus respuestas mediante indicadores cualitativos y cuantitativos 
adecuados y teniendo en cuenta la opinión de tanto fuentes internas como externas, 
incluyendo la de las partes afectadas. Además las empresas cuyas operaciones o contextos 
entrañan graves riesgos para los derechos humanos deberían informar oficialmente de las 
medidas que toman en la forma y frecuencia adecuada y con la información oportuna sin 
poner en riesgo ni a las partes afectadas ni al personal ni vulnerar requisitos legítimos de 
confidencialidad comercial (Principio 21). 
A todo lo anterior, y según el Principio 22, si las empresas detectan que han provocado o 
contribuido a provocar consecuencias negativas deben emplearse a fondo para reparar o 
contribuir a su reparación, siempre por medios legítimos. Además, y conforme al principio 
23, las empresas han de cumplir todas las leyes aplicables y respetar los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos independientemente del estado en el cual operen, buscando 
fórmulas oportunas para cada escenario que les permitan respetar los principios de derechos 
humanos internacionalmente reconocidos. Igualmente deberán considerar el riesgo de 
provocar o contribuir a provocar violaciones graves de los derechos humanos como una 
cuestión de cumplimiento de la ley allá donde quiera que operen, dadas las crecientes 
demandas civiles extraterritoriales y de la incorporación de las disposiciones del Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional en jurisdicciones que reconocen la responsabilidad 
penal de las empresas o la de los directores, directivos y empleados que pueden incurrir en 
responsabilidades legales por violaciones graves de derechos humanos. Así bien, a la hora de 
hacer frente a las consecuencias negativas, tanto las reales como las potenciales, sobre los 
derechos humanos, las empresas deberán tatar de atenuar y prevenir en primer lugar las 
consecuencias más graves o que sean irreversibles, estableciendo así prioridades para no 
provocar respuestas tardías que den lugar a una situación irremediable (Principio 24). 
II.I.V.III Acceso a mecanismos de reparación  
En este punto nos encontramos con un principio fundacional y seis principios operacionales 
que sientan las bases para un acceso efectivo a los mecanismos de reparación. 
El principio fundacional va dirigido a los estados, que son quienes han de tomar las medidas 
apropiadas para garantizar por las vías judiciales, administrativas, legislativas o de otro tipo, 
que cuando se produzca una algún tipo de abuso en su territorio o bajo su jurisdicción las 
partes afectad puedan acceder a mecanismos de reparación eficaces. Esto mediante aspectos 
de procedimiento (como los costes de las demandas, las dificultades de acceder a asistencia 
letrada o las dificultades de los fiscales para investigar este tipo de delitos) y de fondo (tales 




como la denegación de justicia en el estado de acogida y  las dificultades de acceso en el 
estado de origen o las dificultades mayores respecto a grupos vulnerables tales como los 
indígenas o los inmigrantes) que den lugar a procedimientos imparciales y protegidos de todo 
tipo de corrupción. Permitiendo que el público conozco y comprenda los mecanismos de 
reclamación  y que puedan acceder a ellos, lo que implica en ocasiones ofrecer apoyo, 
financiero o experto, para ello. 
Por lo que respecta a los principios operacionales, en el Principio 26 se establece que los 
Estados en sus mecanismos judiciales han de adoptar medidas apropiadas para asegurar la 
eficacia de los mecanismos judiciales nacionales cuando aborden las violaciones de derechos 
humanos relacionadas con empresas, con una especial consideración a aquellos obstáculos 
legales o prácticas administrativas o de otro tipo que puedan conducir a una denegación del 
acceso a los mecanismos de reparación. Por lo que los estados han de asegurar que no se 
levanten barreras que impidan acceder a la justicia; que la corrupción judicial no obstruya la 
administración de justicia; que los tribunales sean independientes a presiones económicas o 
políticas de otros agentes; y que no se pongan obstáculos a las actividades legítimas y 
pacificas de los defensores de los derechos humanos. 
En el Principio 27 se aborda el tema de los mecanismos extrajudiciales, donde impone el 
deber de los estados de estudiar la forma de facilitar el acceso a los mecanismos de 
reclamación no estatales que se ocupan de las violaciones de los derechos humanos 
relacionados con las empresas. Pudiendo pasar estos desde mecanismos de reclamación 
dentro de la propia empresa, por un grupo multilateral de partes interesadas o por los 
organismos regionales e internacionales de derechos humanos…etc.  
Así en el Principio 28 se establece una obligación para las empresas de establecer o participar 
en mecanismos de reclamación eficaces a disposición de las personas y comunidades que 
sufran las consecuencias negativas. También, en el Principio 30 se establece que las 
corporaciones industriales, colectividades de múltiples partes interesadas y otras iniciativas de 
colaboración basadas en el respecto de las normas relativas a los derechos humanos han de 
garantizar la disponibilidad de mecanismos de reclamación eficaces. Por ultimo en el 
Principio 31 se establecen unos criterios de eficacia de los mecanismos de reclamación 
extrajudiciales, y es que estos han de ser legítimos, accesibles, predecibles, equitativos, 
transparentes, compatibles con los derechos, una fuente de aprendizaje continuo y ha de 
basarse en la participación y el dialogo.  
II.I.VI Otras iniciativas 
Además de todas las herramientas anteriormente explicadas y que permiten entender la 
evolución llevada a cabo en esta materia, existen otras iniciativas tales como las Líneas 
Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales
30
, actualizadas el 25 de mayo de 2011 
por los 24 gobiernos adherentes, son recomendaciones dirigidas a las empresas 
multinacionales que operan en países adherentes o que tienen sede en ellos. 
También es necesario nombrar la Declaración Tripartita de la OIT sobre las empresas 
multinacionales
31
, la Declaración de la OIT relativa a los Derechos y Principios 
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Fundamentales en el Trabajo
32
 o la Guía de la Organización Internacional de los Empleados 
sobre los Principios Rectores de la ONU sobre Empresas y Derechos humanos
33
, entre otros. 
II.II  Marco jurídico europeo 
Las políticas en la UE, han sido impulsadas con gran entusiasmo y apoyo por parte de los 
países miembros, desarrollando numerosos trabajos, foros y grupos de fomento y promoción 
de la RSE. En un primer momento, el Parlamento y la Comisión Europea mantuvieron 
posturas distintas ante el impulso de la RSC, ya que mientras el Parlamento defendía la 
necesidad de mecanismos como códigos de conducta para las empresas e inversores en 
terceros países, la Comisión no lo consideraba prioritario, aunque finalmente acordó un marco 
común y  sus visiones se han ido aproximando lo que ha permitido la existencia hoy en día de 
uno de los marcos normativos más completos y elaborados por lo que respecta al desarrollo 
de la RSE en el mundo. 
La primera acción en esta materia fue en el año 2000, cuando la Comisión Europea redactó el 
conocido como “Libro Blanco” de la Responsabilidad Ambiental, con el cual se intentó 
modular el comportamiento ecológico de las empresas estableciendo obligaciones y 
responsabilidades objetivas, bajo el principio “quien contamina, paga”. 
También en el año 2000, el Consejo Europeo de Lisboa se marcó el objetivo estratégico para 
2010 de convertir la Unión Europea en "la economía del conocimiento más competitiva y 
dinámica del mundo capaz de un crecimiento económico sostenible y duradero acompañado 
por una mejora cuantitativa y cualitativa del empleo y una mayor cohesión social". Así en el 
año 2001 y con el fin de cumplir este objetivo, se inicia un proceso de diálogo entre todas las 
partes interesadas y en julio de 2001 la Comisión Europea publica el llamado “Libro Verde” 
para fomentar un Marco Europeo para la Responsabilidad Social de las Empresas
34
, que 
plasma las líneas de la política gubernamental europea en RSC y que abrió un debate sobre 
cómo impulsar esta responsabilidad en el ámbito europeo e internacional. 
Este Libro Verde seguía la dirección de las idea planteadas por el Parlamento Europeo en su 
"Resolución sobre la adopción de normas por la Unión Europea para las empresas europeas 
que operan en países en desarrollo: hacia un código de conducta europeo"
35
, que trataba de 
establecer un código de conducta europeo, basado en las normas internacionales, para 
estandarizar los códigos de conducta voluntarios y crear una plataforma de seguimiento 
europea. En este resolución, el Parlamento Europeo manifestaba su apoyo a las iniciativas 
voluntarias del mundo empresarial, de los sindicatos y de las asociaciones de ONG pero que 
estos no podían sustituir ni invalidar las normas nacionales o internacionales, ni la propia 
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 El “Libro Verde” para fomentar un Marco Europeo para la Responsabilidad Social de las Empresas se adoptó 
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responsabilidad de los gobiernos; por lo que estos no pueden utilizarse como instrumentos 
que permitan a las empresas multinacionales eludir los controles públicos y jurídicos. 
 
En la misma dirección, en el 2002 la Comisión Europea presenta una comunicación sobre 
RSE bajo el título "RSE: una contribución empresarial al desarrollo sostenible"
36
, la cual dio 
lugar a la creación en ese mismo año del Foro Europeo Multistakeholder sobre RSE. Con el 
objetivo de continuar avanzando en la materia, en el año 2005 la Comisión Europea vuelve a 
dar un nuevo paso adelante aprobando la Estrategia para el crecimiento, el empleo y el 
desarrollo sostenible. 
En 2006, la Comisión Europea presenta una comunicación sobre RSE bajo el título "Poner en 
práctica la asociación para el crecimiento y el empleo: hacer de Europa un polo de excelencia 
de la RSE"
37
. En esta comunicación la Comisión dice que las prácticas de RSE favorecen el 
crecimiento sostenible y la creación de mejores empleos, por lo que aunque no son la panacea, 
y no puede esperarse que consigan resultados por sí mismas, ya que no sustituyen a la 
política, pueden contribuir a lograr varios objetivos políticos como la inclusión social, la 
utilización racional de los recursos naturales o un mayor respeto de los derechos humanos. En 
este texto se anuncia, también, la creación de la Alianza Europea para la RSE. Esta iniciativa 
lanzada en marzo del 2006 es una invitación abierta a todas aquellas organizaciones 
comprometidas con la gestión responsable y la puesta en práctica de políticas innovadoras de 
RSE y hasta el momento más de 230 organizaciones a nivel europeo han expresado su apoyo 
a la alianza. 
El 13 de marzo de 2007 el Parlamento Europeo aprobó una nueva Resolución sobre la RSE 
bajo el título "La RSE: una nueva asociación"
38
. Esto se debió principalmente, a que una parte 
de la sociedad civil denunció que el proceso había estado liderado por la Comisión y las 
empresas y se reclamaba un marco europeo que completara este proceso con políticas 
públicas. Ante esta situación, el Parlamento encargó a Richard Howitt, su portavoz sobre 
responsabilidad social de las empresas, un análisis del estado de las políticas comunitarias en 
la materia. Por lo que el informe “Una nueva asociación”, más conocido como Informe 
Howitt, pretende mostrar la situación de las políticas de la Comisión Europea en materia de 
RSE. Asimismo, establece una serie de recomendaciones a llevar a cabo por las instituciones 
europeas para impulsarla, así como por los gobiernos y Administraciones de los Estados 
miembro. 
Desde el año 2009 el trabajo de la Comisión está siendo muy activo en los temas de 
transparencia y empresa y derechos humanos.  Por ejemplo, entre el 2009 y el 2010 la 
Comisión ha llevado a cabo una serie de talleres de trabajo multistakeholder sobre 
divulgación de información medioambiental, social y de gobierno corporativo. Así mismo, en 
noviembre 2010 se lanza una consulta pública para recabar opiniones sobre la manera de 
mejorar la divulgación de información no financiera de las empresas. En abril de 2011, en el 
                                                          
36
La comunicación "RSE: una contribución empresarial al desarrollo sostenible” fue presentada el 2 de julio de  
2002 por la Comisión Europea. Disponible en:<http://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/ALL/?uri=CELEX:52002DC0347> 
37
 La comunicación “Poner en práctica la asociación para el crecimiento y el empleo: hacer de Europa un polo de 
excelencia de la RSE" fue presentada por la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité 
Económico y Social Europeo el 22 de marzo de 2006. Disponible en: <http://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/ALL/?uri=CELEX.52006DC0136> 
38
 La Resolución con el título "La RSE: una nueva asociación" se presentó por el Parlamento Europeo el  13 de 
marzo de 2007. Disponible en: <http://www.europarl.europa.eu/sides/getDOC.do?pubRef=-
//EP//TEXT+TA+P6-TA-2007-0062+0+DOC+XML+VO//ES> 




Acta de Mercado Único, la Comisión anuncia que presentará una propuesta legislativa sobre 
la transparencia de la información social y medio ambiental de las empresas y una nueva 
Comunicación sobre RSC a mediados de 2011. 
También en octubre del 2010, la Comisión publicó un estudio sobre el marco jurídico en 
derechos humanos y medio ambiente aplicable a las empresas europeas que operan fuera de la 
Unión Europea
39
. Esta fue una contribución importante para implementar por la Unión 
Europea el marco sobre empresa y derechos humanos de la ONU “Proteger, Respetar y 
Remediar” de Ruggie. Este marco europeo trata de complementar el Marco de la ONU por lo 
que analiza cuál es el marco legal al que están sujetas las empresas europeas que operan fuera 
de la UE. Esto mediante la legislación europea en materia de derechos humanos y medio 
ambiente; Derecho mercantil, legislación sobre inversiones y regímenes reguladores 
relacionados; Derecho de sociedades; y Derecho internacional privado. Por consiguiente, este 
concluye que el corpus legislativo existente tanto a nivel nacional, como europeo e 
internacional ya contribuye al cumplimiento del Marco de Naciones Unidas pero es cierto, 
que persisten puntos con lagunas legales e incoherencias políticas que muestran 
oportunidades para la realización de reformas legales que mejoren la implementación de los 
Principios Rectores. 
Otro avance importante es la Comunicación realizada en octubre de 2011 por la Comisión 
Europea sobre RSE bajo el título “Estrategia renovada de la UE para 2011-2014 sobre la 
Responsabilidad Social de las Empresas”40.  Los aspectos más relevantes de esta 
comunicación son cuatro: se presenta una nueva definición de RSE y se entiende ésta como la 
responsabilidad de las empresas por su impacto en la sociedad; se detallan los compromisos 
de la propia Comisión; se realizan recomendaciones para las empresas europeas con algunas 
peculiaridades para grandes empresas y empresas multinacionales europeas; y se realizan 
recomendaciones también para los poderes públicos, tanto nacionales como regionales y 
locales.  
En esta comunicación se establece también que el respeto de la legislación aplicable y de los 
convenios colectivos entre los interlocutores sociales es un requisito previo al cumplimiento 
de las prácticas de RSE, pero que para asumir plenamente su responsabilidad social, las 
empresas deben aplicar, en estrecha colaboración con las partes interesadas, un proceso 
destinado a integrar las preocupaciones sociales, medioambientales y éticas, el respeto de los 
derechos humanos y las preocupaciones de los consumidores en sus operaciones 
empresariales. Todo lo anterior mediante la identificación, la prevención y la atenuación de 
las posibles consecuencias adversas. Esta comunicación, sin embargo, es un documento de 
reflexión sin ningún carácter normativo, es decir, no surte efectos jurídicos vinculantes. 
Mediante todos los instrumentos citados anteriormente, se ha podido desarrollar un concepto 
de RSE en el contexto europeo. Este concepto abarca, como mínimo, los derechos humanos
41
, 
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las prácticas de trabajo y de empleo tales como la formación, la diversidad, la igualdad de 
género y la salud y el bienestar de los trabajadores; las cuestiones medioambientales como la 
biodiversidad, el cambio climático, el uso eficiente de los recursos, la evaluación del ciclo de 
vida y la prevención de la contaminación; y la lucha contra el fraude y la corrupción. La 
participación de las comunidades locales y el desarrollo, la integración de las personas con 
discapacidad y los intereses de los consumidores, incluida la intimidad, forman parte también 
de este concepto comunitario de RSE. Por otro lado, se admite también que la promoción de 
la responsabilidad social y medioambiental en la cadena de suministro y la divulgación de 
información no financiera son aspectos transversales importantes y se reconoce al 
voluntariado como otra expresión de RSE. Además, la Comisión promueve los principios de 
buena gobernanza fiscal, es decir, la transparencia, el intercambio de información y la 
competencia leal. 
Por otro lado, la Comisión Europea consciente de las diferencias en este ámbito por lo que 
respecta  a las pequeñas y medianas empresas mandó elaborar en 2012 una Guía de Derechos 
humanos para pequeñas y medianas empresas llamada “Mi empresa y los Derechos humanos” 
con la intención de dar apoyo a estas empresas para integrar los derechos humanos en todas 
sus actividades y con la finalidad de crear las condiciones necesarias para que estas sean 
innovadoras, creadoras de puestos de trabajo y riqueza, líderes mundiales de práctica 
empresarial y excelencia. Esta guía se configura por una introducción con preguntas y dudas 
frecuentes; una parte principal que se centra en el respeto de los derechos humanos mediante 
el cumplimiento de seis pasos básicos; un apartado con cuestiones que se deben considerar en 
las situaciones empresariales cuotidianas; breves ejemplos de impactos negativos en los 
derechos humanos; y por último, referencias a los textos internacionales y comunitarios de 
cabecera.  
La Comisión Europea ha elaborado recientemente  otros documentos para la aplicación de las 
de los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las empresas y los derechos humanos, en 
concreto, se han elaborado tres guías en sectores concretos
42
: Employment & Recruiment 
Agencies Sector Guide on Implementing the UN Guiding Principles on Business and Human 
Rights; Information and Communication technologies (ICT) Sector Guide on Implementing 
the UN Guiding Principles on Business and Human Right; y Oil and Gas Sector Guide on 







                                                                                                                                                                                     




 Estas fueron elaboradas por el Institute for Human Rights and Business en junio del 2013 por el encargo de la 
Comisión Europea. Disponibles en: <http://www.ihrb.org/publications/reports/human-rights-guides.html> 




III Obligaciones de las empresas en el marco del ordenamiento jurídico español 
En este punto, lo que se pretende analizar es cuales son aquellas obligaciones jurídicas de las 
empresas que por ley están obligadas a cumplir y respetar. Para ello, en primer lugar creo que 
es necesario abordar cuales han sido las actuaciones en el ámbito de la RSE que se han 
llevado a cabo en España, de qué forma se ha enfocado este fenómeno y cómo se ha tratado 
de fomentar entre las empresas españolas. Esto conforma el contenido del primer subepígrafe. 
Después de lo anterior y entrando en materia, he decido dividir el presente epígrafe en cuatro 
subepígrafes más. Dedicandose el segundo subepígrafe a las obligaciones jurídicas de las 
empresas españolas en el ámbito de la protección de los derechos humanos y libertades 
fundamentales, que presenta los instrumentos vinculantes en esta materia; el tercero a las 
obligaciones jurídicas de las empresas españolas en el ámbito de la protección de los derechos 
laborales, en el cual se presenta la normativa aplicable en este ámbito jurídico; y el cuarto a 
las obligaciones jurídicas de las empresas españolas en el ámbito de la protección del medio 
ambiente, donde se trata de explicar el panorama y la regulación española en esta materia tan 
compleja. Por último, después de ver las normas jurídicas que vinculan a nuestras empresas se 
presenta un debate para la reflexión que es si en un estado con tanta regulación sobre cada una 
de las materias motivo de análisis, ¿son las actuaciones de las empresas españolas acciones de 
Responsabilidad Social Empresarial o simplemente se limitan a cumplir la ley?. El motivo de 
esta división ha sido crear subepígrafes para cada materia concreta que permitan analizar cada 
ámbito de forma individual, concreta y exhaustiva permitiendo así la comprensión de la 
regulación en su totalidad. 
III.I  Panorama general del movimiento de RSE en el Estado Español 
Ante este movimiento global también España se ha hecho eco y ha llevado a cabo actuaciones 
en este sector tanto a nivel público como privado. En este último ámbito y como muchos 
sabemos, son numerosas las empresas españolas, sobre todo las grandes empresas 
transnacionales como Zara, MANGO… que siguen, hoy en día, prácticas de buen gobierno 
para asegurar un clima de mayor confianza y transparencia, así como mecanismos de control 
en las subcontrataciones de empresas o iniciativas que demuestran un compromiso social tales 
como la contratación de personas con discapacidad o en riesgo de exclusión social. 
Así mismo, los poderes públicos también han dado pasos en este sentido, siguiendo la 
tendencia marcada en Europa. Por ejemplo en 1997 se creó, a instancias del Ministerio de 
Economía, la Comisión de Olivencia, una comisión encargada del estudio de los códigos 
éticos de los consejos de administración de las sociedades,  encargada de  fomentar la 
transparencia de las empresas españolas y también la Comisión Aldama creada en el 2002 
para el fomento de la transparencia y seguridad de los mercados financieros y sociedades 
cotizadas. 
Siguiendo esta línea, en 2004 se creó una Subcomisión Parlamentaria
43
 seguido de un Foro de 
expertos en marzo del 2005
44
. 
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Por otro lado en 2003 se promulgó la ley de Transparencia que reformó la Ley del Mercado 
de Valores de 1988
45
, así como el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital
46
 que ha 
modificado temas tales como la publicidad de los pactos entre sociedades y lo más 
importante, la obligación legal de presentar un informe anual de gobierno corporativo que 
pretende garantizar la transparencia y la transmisión al mercado de la información veraz 
relevante para los inversores. En este caso, no se incorporó el análisis del estado de la RSE en 
las empresas como contenido obligatorio de los informes ya que se consideró que algunas 
empresas aun no estarían preparadas para implementar estas prácticas. 
Por otro lado, en mayo del 2006 se publicó el Código unificado de buen gobierno de las 
sociedades cotizadas
47
. Este código ético surgió de una investigación realizada por la 
comisión de responsabilidad social corporativa de la asociación española de contabilidad y 
administración de empresas (AECA) que tras el análisis y discusión de diferentes propuestas 
redactaron un código definitivo conjuntamente con la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores. Sin embargo, de nuevo se trata de un código voluntario pero que para el caso de 
incumplimiento prevé que las empresas deberán dar explicaciones, en consonancia con el 
principio “cumplir o explicar”. 
Por otro lado, se han llevado a cabo trabajos tales como la Publicación en 2006 del Libro 
Blanco
48
 de la Subcomisión parlamentaria y las publicaciones de las Conclusiones del Foro de 
Expertos. También se promulgó el Real Decreto 221/2008, de 15 de febrero, por el que se 
crea y regula el Consejo Estatal de Responsabilidad Social de las Empresas (CERSE). Este 
órgano presidido por el Ministro de Trabajo e Inmigración, es un órgano paritario formado 
por 56 vocales representando la administración, organizaciones sindicales, organizaciones 
empresariales e instituciones de prestigio en el ámbito de la RSE. Su función es la de órgano 
asesor y consultivo del Gobierno que identifica y promociona las mejores prácticas y propone 
las políticas de responsabilidad social empresarial al Gobierno. 
Finalmente, en 2011, se promulgó la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, que 
trata de introducir en el ordenamiento jurídico las reformas estructurales necesarias para crear 
condiciones que favorezcan el desarrollo económico sostenible. Esta incluye además un 
capítulo dedicado a la Responsabilidad Social Empresarial con el objeto de incentivar estas 
prácticas entre las empresas (art. 39). 
  
III.II Obligaciones jurídicas de las empresas en el ámbito de la protección de los 
derechos humanos y libertades fundamentales 
 
La existencia de obligaciones jurídicas de las empresas en el ámbito de la protección de los 
derechos humanos y libertades fundamentales es como bien sabemos primordial y esto puesto 
que su actividad incide en los mismos de una manera muy intensa. 
 
                                                          
45
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. Disponible 
en: <https://www.boe.es/boe/dias/2013/12/10/pdfs/BOE-A-2013-12887.pdf>. Ésta modificaba la Ley 24/1988, 
de 28 de julio, del Mercado de Valores. 
46
 Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital. Disponible en: <https.//www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2010-10544> 
47
 El Código Unificado de buen gobierno se publicó en mayo de 2006 por la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores mediante el Acuerdo del consejo de la CNMV por el que se aprueba el documento único de 
recomendaciones de gobierno corporativo. 
48
 Estas conclusiones y recomendaciones finales aprobadas por unanimidad por la Subcomisión parlamentaria y 
más conocidas como Libro Blanco de la RSE, se presentaron en el Congreso el 13 de diciembre de 2006. 




En España, contamos con una ingente normativa internacional que trata de ser aplicada 
mediante guías, pactos y otras iniciativas privadas, así mismo con la regulación de la Unión 
Europea y con documentos internacionales como la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de Diciembre de 1948, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades fundamentales del 4 de noviembre de 1950 y otros instrumentos 
de este mismo calibre que han tenido su paralelo en la Constitución Española de 1978 en el 
capítulo segundo sobre los Derechos y Libertades. Así mismo, los españoles que vean 
vulnerado alguno de sus derechos fundamentales por una actividad empresarial cuentan con 
mecanismos jurisdiccionales para resarcirse por los daños ocasionados o pedir el respeto de su 
derecho fundamental, y en última instancia, cuentan con la garantía reforzada que supone el 
recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.  
 
A todo esto, mecanismos como la Red Española del Pacto Mundial están haciendo una gran 
labor en esta materia para que las empresas se adhieran a este pacto y respecten los principios 
del mismo. 
 
Si bien es cierto que existe la obligación jurídica por parte de las empresas de respetar los 
derechos humanos en España, estas iniciativas voluntarias ayudan a que las empresas tomen 
un papel más activo y no solo los respeten sino que además los defiendan y promuevan. Sin 
embargo todas estas iniciativas voluntarias, que son muy importantes, no pueden substituir las 
normas internacionales o nacionales sobre las empresas y los derechos humanos. 
 
III.III Obligaciones jurídicas de las empresas en el ámbito de la protección de los 
derechos laborales 
 
En este punto, la situación es parecida a la del apartado anterior. Nuestro ordenamiento 
jurídico es un ordenamiento maduro y desarrollado y en el caso del derecho del trabajo, la 
propia evolución del mismo ha comportado que este sea muy completo y exhaustivo. 
La normas principales en esta materia son en primer lugar la Constitución Española que en 
artículos como el 28, el 35 y el 37 se recogen derechos básicos de los españoles como el 
derecho a sindicarse libremente, el derecho y el deber de trabajar, a la promoción a través del 
trabajo, a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y as de su familia y a la 
negociación colectiva laboral entre los representar de los trabajadores y empresarios, así como 
la fuerza vinculante de los convenios a los que se llegue. 
Además, todos estos derechos están concretados en el Real Decreto Legislativo 1/1995 de 24 
de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del estatuto de los Trabajadores, 
en el cual se encuentra sistematizada toda la regulación laboral en temas tales como la 
seguridad e higiene en el trabajo, el salario mínimo interprofesional, la jornada de trabajo, el 
despido… Sin embargo, esto no es todo ya que además contamos con un extenso entramado 
de convenios colectivos, tablas salariales, acuerdos marco y otros pactos que configuran un 
panorama satisfactorio por lo que respecta a la regulación de esta materia en el estado 
español.  
Esto sin olvidar, la existencia una jurisdicción social
49
 que cuenta con juzgados y salas de lo 
social que se encargan de conocer de los casos que versan sobre estas materias. Esta es una 
ley amplia que abarca todos los extremos de la jurisdicción social, configurando además 
procedimientos de evitación del proceso mediante conciliación o mediación previas (art. 63 y 
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ss), el proceso ordinario (art. 80 y ss) y otras modalidades procedimentales como un proceso 
monitorio para agilizar la justicia (art.101) o procesos específicos como la demanda por 
despido (art. 103 y ss). 
Por lo que las empresas localizadas en territorio español tienen unas amplias obligaciones 
jurídicas para con los trabajadores con la amenaza además de que si incumplen con la 
normativa pueden ser sometidas a inspecciones de Trabajo y Seguridad Social que acaben con 
sanciones según lo dispuesto en el Real Decreto 928/1998, por el que se aprueba el 
Reglamento General sobre Procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones 
de orden social. 
De nuevo, el problema nace cuando se trata de actividades extraterritoriales que se ubiquen en 
estados que no cuenten con mecanismos jurídicos tan sofisticados como los anteriores. Otra 
vez, la situación y la vulnerabilidad o no de los trabajadores y el respeto de sus derechos 
laborales dependerá de la regulación existente en el país en que las empresas transnacionales 
deslocalicen sus procesos de producción, elección en la cual de seguro también incidirá que 
legislación exista sobre la materia laboral, ya que los instrumentos para hacer responsable al 
estado sede son, como hemos visto, aún incipientes y no una obligación jurídica para los 
estados de origen de las empresas transnacionales. 
III.IV Obligaciones jurídicas de las empresas en el ámbito de la protección  del medio 
ambiente 
 
La concienciación de los estados del hecho ya incontestable de que el medio ambiente es un 
bien jurídico digno de protección se ha ido consolidando en los últimos años en todos los 
países del mundo aunque con distinta velocidad e intensidad. En nuestra realidad geográfica 
más cercana, la Unión Europea, se han realizado numerosas actuaciones y regulaciones en 
este sentido, a lo que España se ha dejado contagiar por el empuje llevado a cabo con la 
armonización europea. 
En España estos primeros pasos hacia la concienciación medioambiental se pusieron de 
manifiesto con el art. 45.1 de la Constitución Española de 1978, que establecía que “todos 
tienen derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así 
como el deber de conservarlo”. Así mismo, en el apartado 3 de dicho artículo se recoge la 
posibilidad de establecer sanciones penales o administrativas, así como la obligación de 
reparar el daño causado para aquellos que violen tal disposición.  
Como consecuencia de esta nueva realidad también en el Código Penal en 1983 se incorporó 
el artículo 347 bis y en la posterior tipificación del Código Penal en 1995 actual se 
incorporaron un número significativo de tipos penales en esta materia
50
, que ampliaban el 
alcance de estos delitos y sus penas. Dicha regulación, varias modificada en los últimos años, 
ha aumentado el número de artículos sobre la materia. Para muchos esto no ha supuesto un 
aumento paralelo de la calidad de las nuevas normas, si no que da la sensación de 
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amontonamiento de delitos más que tratarse del esquema lógico y sistemático
51
 que debiera 
ser pero sí parece mostrar la voluntad del legislador por tipificar el mayor número de delitos 
mediambientales. El motivo de estos cambios en la legislación, es según la propia exposición 
de motivos LO 5/2010 de 22 de junio, que entró en vigor el 23 de Diciembre de 2010, “la 
necesidad de acoger elementos de armonización normativa de la Unión Europea” e incorporar 
en el Código penal los supuestos de la Directiva 2008/9 de 19 de noviembre, relativa a la 
protección del medioambiente mediante el Derecho Penal. Esta exigía en su art. 5 “unas 
sanciones eficaces, proporcionadas y disuasorias”, lo que se ha traducido en el caso español 
en una agravación de las penas. 
Dejando de lado, estas críticas a la técnica legislativa escogida la nueva regulación tiene 
también puntos de gran interés y que aportan beneficios. Hemos de considerar en este punto, 
puesto que enlaza con la temática del presente trabajo, que la regulación actual en virtud del 
art. 31 del Código Penal permite enjuiciar a personas jurídicas como responsables de los 
supuestos anteriores cuando esta fuera responsable. La introducción de este articulo ha sido 
consecuencia de distintos factores: por una parte, números instrumentos jurídicos 
internacionales, como Decisiones marco y Directivas europeas, exigían la introducción de 
sanciones a las personas jurídicas en relación con determinados delitos; por otro lado  la 
concepción de la empresa como un foco de delincuencia; así como la necesidad de involucrar 
a los socios y altos directivos en la prevención de comportamientos delictivos ha llevado al 
establecimiento de esta amenaza de sanción directa a la persona jurídica, que de seguro 
acabará teniendo incidencia en el resultado económico de la misma para que socios y altos 
directivos tomen conciencia y adopten las medidas necesarias  para obtener también objetivos 
legales y no solo económicos; y por último, la necesidad de incrementar la eficacia del 
proceso penal. 
Este cambio de paradigma ha permitido un gran avance para el Derecho Penal español y es un 
instrumento de eficacia del mismo, ya que hasta el momento nos encontrábamos a menudo 
con procesos que, al investigar un delito cometido en el seno de la empresa y tras largos y 
costosos años de procedimiento no era posible atribuir responsabilidad penal a ninguna 
persona física, o la persona contra la que se había dirigido la acción penal no acababa siendo 
condenada porque no concurrían en ella todos los elementos del tipo penal a aplicar. Con esto, 
el delito se había  cometido, lo más probable es que hubieran terceros perjudicados por el 
mismo, se había puesto en marcha la costosa y lenta maquinaria de la Administración de 
Justicia y finalmente el delito podía quedar impune. Esta inclusión de la persona jurídica 
como sujeto penalmente responsable facilita la investigación y castigo de tales delitos, ya que 
será ésta quien responderá penalmente aunque no se haya podido identificar a la persona 
física autora del hecho delictivo. Con esto, muchos casos pueden finalizar con mayor 
facilidad con una sentencia condenatoria y con el resarcimiento de los perjuicios ocasionados. 
Ahora bien, la dependencia del derecho Penal respecto al Administrativo en esta materia es 
clara, puesto que en ocasiones se ha empleado la doctrina de la denominada ley penal en 
blanco que opta por no definir de forma íntegra el hecho constitutivo de la infracción si no 
que se remite a normas administrativas tal y como sucede, por ejemplo, con artículos como el 
316, el 333 o el 334 CP. Este problema, dificulta el conocimiento de la conducta prohibida, 
tanto a los ciudadanos y empresarios como a los propios jueces penales. Además, todo y 
existir una ingente normativa la misma no está sistematizada en un código o norma 
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medioambiental que recoja todas las disposiciones sobre la materia lo cual presenta un 
panorama no del todo satisfactorio. 
Por otro lado, y por lo que respecta a la aplicación práctica de la presente legislación, 
sentencias de catástrofes medioambientales de magnitudes tales como el Caso Prestige que 
absolvieron a los acusados de los cargos penales, condenando solo a nueve meses de prisión 
por desobediencia grave a la autoridad
52
, han significado para muchos la impunidad de estos 
delitos y un gran riesgo para el medio ambiente, sin contar, el tiempo hasta obtener sentencia. 
Casos como este prueban que incluso para las grandes catástrofes medioambientales sufridas 
por nuestro país ha sido muy complicado aplicar los tipos delictivos dedicados a los delitos 
medioambientales, por la dificultad en estos casos de conocer las causas de lo ocurrido, la 
culpabilidad, determinar la relación de causalidad, conocer cuál hubiera sido la respuesta 
apropiada ante este tipo de situaciones y traducir los daños medioambientales en dinero.  
Por otro lado, fuera del Código Penal también existen leyes estatales que pretenden regular las 
materias relacionadas con el medio ambiente como es el caso de la Ley 27/2006, de 18 de 
julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y 
de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, incorpora las Directivas 2003/4/CE y 
2003/35/CE. Esta ley regula, por ejemplo, la acción popular en materia medioambiental para 
el caso de hechos u omisiones imputables a una autoridad pública.  
Como vemos, bien es cierto que contamos con una extensa normativa sobre esta materia, con 
números delitos y tipos penales medioambientales, así como normas administrativas y leyes 
sobre medioambientales además de los instrumentos internacionales o comunitarios al 
respecto, por lo que las empresas españolas tienen una obligación jurídica de respeto del 
medio ambiente que se concreta en conductas tales como la prohibición de depósitos o 
vertederos ilegales de residuos que para el caso que se incumplan llevan aparejadas sanciones 
penales o administrativas. 
También es cierto que al tratarse de un tema de relativa novedad, la regulación llevada a cabo 
a veces no está suficientemente desarrollada en todos sus aspectos o tiene problemas a la hora 
de su aplicación debido a la propia naturaleza del bien jurídico medio ambiente, el cual sufre 
amenazas cambiantes y difícilmente determinables. Se plantean también otras dificultades 
como los daños extraterritoriales o la dificultad para establecer la cuantificación de las multas 
o indemnizaciones por la dificultad de cuantificar el impacto real de un daño sobre el medio 
ambiente. Ante todo esto, la responsabilidad social empresarial parece tener una función que 
cumplir permitiendo rellenar los espacios sin regular que puedan surgir en la práctica en la 
regulación existente, con la ventaja además que en muchas ocasiones se trata de prácticas 
voluntarias o de soft law que permiten convencer a quien las realiza. 
Por otro lado, sentencias de catástrofes medioambientales de magnitudes tales como el 
Prestige que absolvieron a los acusados de los cargos penales, condenando solo a nueve 
meses de prisión por desobediencia grave a la autoridad, han significado para muchos la 
impunidad de estos delitos y un gran riesgo para el medio ambiente. Además del tiempo que 
hemos tenido que esperar para la sentencia. Casos como este prueban que incluso antes las 
grandes catástrofes medioambientales sufridas por nuestro país es difícil aplicar los tipos 
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delictivos dedicados a los delitos medioambientales, por la dificultad en estos casos de 
conocer las causas de lo ocurrido, ni la respuesta apropiada ante este tipo de situaciones.  
Por otro lado, más allá del Código Penal también existen leyes estatales que pretenden regular 
las materias relacionadas con el medio ambiente como es el caso de la Ley 27/2006, de 18 de 
julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y 
de acceso a la justicia en materia de medio ambiente
53
, incorpora las Directivas 2003/4/CE y 
2003/35/CE. Esta ley regula, por ejemplo, la acción popular en materia medioambiental, 
hecho este que supone un gran avance, pero que solo es aplicable para hechos u omisiones 
imputables a una autoridad pública. Del mismo modo, muchas disposiciones contenidas en 
leyes autonómicas, o regulaciones locales lo que configura una extensa normativa que trata de 
regular la materia. 
Como vemos, bien es cierto contamos con una normativa sobre esta materia, con números 
delitos y tipos penales medioambientales, así como normas administrativas y leyes sobre la 
materia por lo que las empresas españolas tienen una obligación jurídica de respeto del medio 
ambiente que se concentra en conductas tales como la prohibición de depósitos o vertederos 
ilegales de residuos que para el caso que se incumplan llevan aparejadas sanciones penales o 
administrativas. 
También es cierto que al tratarse de un tema de relativa novedad, la regulación llevada a cabo 
a veces no está suficientemente desarrollada en todos sus aspectos o tiene problemas a la hora 
de su aplicación debido a la propia naturaleza del bien jurídico medio ambiente, el cual sufre 
amenazas cambiantes. Se plantean también otras dificultades como los daños extraterritoriales 
o la dificultad para establecer la cuantificación de las multas o indemnizaciones por lo difícil 
de cuantificar en dinero el impacto real de un daño sobre el medio ambiente. Ante todo esto, 
la responsabilidad social empresarial parece tener una función que cumplir permitiendo 
rellenar los espacios sin regular que puedan surgir en la práctica en la regulación existente, 
con la ventaja además que en muchas ocasiones se trata de prácticas voluntarias o de soft law 
que permiten convencer más a quien las realiza. 
III.V Debate de fondo: ¿Responsabilidad social empresarial u obligación de las 
empresas? 
Es cierto que las empresas, bajo los límites de una jurisdicción, sobre todo en países de la 
unión europea y países desarrollados, tienen unas obligaciones jurídicas que de cumplir de 
forma adecuada podría poner en cuestión la necesidad de la RSE. Como ya hemos visto es 
innegable que contamos con una basta regulación en materia de derechos humanos, derechos 
laborales, derechos medioambientales…etc 
Pero, por ejemplo, en el caso de los derechos medioambientales ni siquiera en un sistema 
jurídico desarrollado como el nuestro, en un estado de derecho y con una buena 
administración de justicia, las infracciones a leyes medioambientales no acaban en muchos 
casos con condenas a los culpables. Lo anterior al tratarse de ilícitos en los cuales es difícil de 
demostrar la culpabilidad y la relación de causalidad entre el daño que efectivamente ha 
sufrido el medio ambiente y la acción de una empresa o particular, puesto que pueden confluir 
otras causas y además presenta también la dificultad de valoración de los daños a la 
naturaleza, difícilmente cuantificables. No imaginemos cual sería el escenario en un estado en 
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vías de desarrollo; o con problemas en su sistema de administración de justicia; o donde el 
ordenamiento jurídico no es aún lo suficientemente maduro o completo; o simplemente donde 
hay asuntos mucho más importantes a tratar como la pobreza, el hambre, la delincuencia, los 
conflictos armados…que por ejemplo la contaminación atmosférica.  
Por otro lado pero, existen también países en vías de desarrollo a los cuales no les interesa 
tener la imagen internacional de respetar los derechos humanos sino todo lo contrario. El 
objetivo de estos países es atraer o mantener allí las grandes plantas de producción de 
empresas del todo el mundo por lo que no están muy interesados o implicados en la 
protección de estos. También hay estados que simplemente no tiene los mecanismos para 
garantizar de forma eficaz el respeto por parte de las grandes multinacionales de los derechos 
humanos en su territorio. Éstos puede que incluso cuenten con unas normas, reglamentos y 
regulaciones con aras a proteger estos derechos humanos pero carecen del personal técnico o 
humano para comprobar si estos se respetan efectivamente mediante inspecciones a las 
fabricas o carecen de un sistema judicial con todas las garantías o se trata de un sistema 
judicial lento o corrupto en el cual las clases pobres (paradogicamente las que trabajan en 
estas grandes factorías) no pueden acceder a él…etc. Este puede ser el caso de algunos países 
africanos o asiáticos.   
Por tanto si es cierto que los estados tienen en su mano un gran poder para regular muchos de 
los problemas que hoy en día trata de regular la RSE pero también es cierto que algunos de 
estos se encuentran con graves problemas para hacerlo y para que su acción sea efectiva en 
ámbitos tales como los DDHH o medioambientales. A todo esto, la RSE mediante esta nueva 
consciencia de las empresas, este nuevo hacer empresarial y estas prácticas voluntarias que 
parece que se están expandido (sea ya por convicción de los empresarios o como forma de 
marketing) tienen un espacio que conquistar en todo este panorama global, que es cada vez 
más y más complejo. 
También es cierto que si se avanzara debidamente en el camino de las obligaciones 
extraterritoriales de los estados
54
 con respecto a los derechos humanos la RSE vería cuanto 
menos reducido su campo de acción si no siendo totalmente innecesaria. Tal vez, la solución 
o panacea seria caminar hacía una concepción de los derechos humanos no circunscrita al 
ámbito territorial si no dándole un nuevo enfoque que se corresponda con el fenómeno de la 
globalidad que vivimos hoy en día. Habría por tanto que darle un giro al concepto en sí 
mismo que permita su adaptación a las nuevas realidades y no siguiendo esquemas de siglos 
anteriores cuando ya cumplían su función a escala nacional. Sin duda, para todo lo anterior es 
necesaria una voluntad política que hoy en día no existe y un compromiso de los estados que 
parece no ser posible aun. Por tanto, la RSE se erige una buena alternativa ante la 
imposibilidad, por el momento, de solucionar este problema desde su raíz.  
Por otro lado, si cumplieran las empresas toda la regulación ya existente en cada una de las 
jurisdicciones no quedaría un gran espacio para la RSE pero éstas se vienen aprovechando del 
contexto global para no cumplir aquellas disposiciones que le son perjudiciales. La RSE como 
movimiento que nace desde dentro de la propia empresa puede suplir y cambiar este hacer de 
los empresarios por unas prácticas más comprometidas y responsables con su entorno. 
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IV Ámbitos a disposición de las empresas y de sus mecanismos de RSE 
Este último apartado del trabajo de investigación tiene por objeto ver las prácticas y 
mecanismos más utilizados en el ámbito de la RSE. Estos son, por un lado, los procesos de 
autorregulación llevados a cabo por las propias empresas, corporaciones empresariales u otros 
actores privados, que se tratan en el primer subapartado. El segundo tipo de prácticas, también 
muy comunes en este ámbito, son los mecanismos de soft law incardinados también a los 
procesos internos de las empresas mediante sus códigos de conductas, guías, principios…o 
llevados a cabo por poderes públicos con el objetivo de fomentar estas prácticas responsables 
y comprometer a más empresas. Estos mecanismos de soft law se presentan y explican en el 
segundo subapartado. 
IV.I La Responsabilidad Social de la Empresa y la autorregulación sobre su actividad 
transnacional 
Como hemos visto, en últimos años las empresas han tenido que adoptar nuevos modelos de 
gestión como consecuencia de la transformación de su cultura empresarial y para incorporar, 
de este modo, el diálogo, la sostenibilidad, la responsabilidad y el compromiso con las partes 
interesadas. A todo esto, la actual dimensión global de la actividad empresarial ha jugado un 
papel primordial al darle a la RSE una nueva magnitud que la ha introducido en la agenda 
económica y política internacional, lo que comporta un gran impacto real en la gestión 
empresarial. La RSE se ha convertido, por lo tanto, en una propuesta concreta para la gestión 
empresarial que se vincula a la existencia de redes e instrumentos globales de gestión, 
información, transparencia, certificación y rendición de cuentas, e incorpora instrumentos y 
herramientas de gestión que se han creado con este fin en la última década. 
Todo lo anterior, consecuencia de la situación descrita en apartados anteriores, surgió como 
ya sabemos de la necesidad de las empresas de regular su actividad empresarial, ya que para 
poder avanzar en la expansión de la actividad productiva y comercial, era preciso establecer 
unas reglas del juego para el contexto transnacional. Tal y como hemos visto en apartados 
precedentes el hecho de que las empresas sean aún hoy en día actores invisibles en el Derecho 
Internacional Público por lo que respecta a su responsabilidad y el aún incipiente desarrollo 
de regulación pública coercitiva ha provocado la emergencia de estas nuevas formas de 
regulación, en la mayoría de casos no vinculantes, impulsadas por actores privados, más allá 
de la jurisdicción de los Estados-nación. Para más inri, hemos visto como la mayoría de los 
proyectos intergubernamentales han fracasado o han tenido resultados modestos debido a la 
preeminencia de la ideología neoliberal, que fomenta la desregulación de los mercados. 
Tal situación ha facilitado que el sector privado haya tomado la iniciativa dando lugar a la 
emergencia de un importante activismo empresarial que, bajo el impulso de las propias 
empresas, promueve la autorregulación privada de los mercados. Esto ha comportado que 
hayan estructurado sus propias normas en función de sus intereses en sectores concretos y con 
el objetivo de perpetuar el poder de la empresa. Los instrumentos básicos que se han utilizado 
han sido en su gran mayoría instrumentos no vinculantes de soft law, basados en la 
autorregulación y los códigos de conducta voluntarios privados que han acabado generando 
normas y prácticas de comportamiento empresarial homogéneo en todo el planeta. Se trata de 
una revolución en el derecho empresarial y en la ley mercantil que se concreta en la 
emergencia de una importante regulación global empresarial privada. Se ha respondido por 
tanto, a las demandas sociales de una mayor responsabilidad social y el desarrollo de un 




marco de rendición de cuentas, pero se ha hecho desde la esfera privada y sin la participación 
de los gobiernos, que han dejado este proceso en manos de la iniciativa empresarial.  
A menudo, las propias empresas han argumentado que el hecho de desarrollar códigos de 
conducta voluntarios y estándares de comportamiento privado tenía por objetivo evitar el 
desarrollo de nuevos instrumentos de regulación pública internacional coercitiva
55
. Sea lo 
anterior cierto no, la realidad es que aquellos ámbitos en los cuales había vacíos legales son 
los que han sido conquistados por las empresas mediante sus mecanismos de regulación 
privada en su voluntad de ser actores sociales activos o simplemente con la intención de 
venderse al mundo como empresas socialmente responsables para así incrementar beneficios 
pero lo cierto es que en numerosas ocasiones estas prácticas han permitido dar un paso más 
allá del que les correspondería a las empresas en virtud de sus estrictas obligaciones jurídicas. 
IV.II Obligaciones de soft law en el ámbito de la RSE 
El soft law o derecho blando y la autorregulación han servido para regular los impactos 
sociales y medioambientales de la actividad empresarial más allá de la regulación 
internacional pública formal. Estas prácticas han emergido en un espacio transnacional, donde 
el estado es solo un actor más o no el actor más importante y tampoco existe un poder público 
claramente delimitado y, donde las empresas y sobre todo las comunidades empresariales 
trasnacionales han desarrollado espacios de autoridad transnacional.  
Por otro lado, y frente a los procesos tradicionales de hard law, en el contexto internacional 
los gobiernos han recurrido a las normas no vinculantes de soft law. Estos instrumentos de 
soft law por su poder de convicción permiten implicar más activamente a los actores privados 
en la gestión de algunos ámbitos de la actividad económica transnacional. Bien es cierto que 
al principio y al tratarse de instrumentos de baja juridificación y sin un sistema de control 
coercitivo internacional a veces plantean problemas de aplicación y control de la aplicación 
pero contra esto, por su propia naturaleza, permiten convencer y persuadir a las empresas y 
una vez convencidas comprometen y muchas veces de forma muy elevada. Así mismo, se ha 
demostrado en la práctica que estas acciones han funcionado, por lo que su propia efectividad 
ha repercutido positivamente en subsiguientes aplicaciones. En este sentido, en ocasiones los 
estados utilizan este tipo de instrumentos de soft law para implicar a las empresas 
transnacionales en el cumplimiento de normas a las que no podrían estar obligadas por 
acuerdos o tratados vinculantes y coercitivos. 
Es importante distinguir también los diferentes mecanismos que se han utilizado para 
configurar estas nuevas prácticas empresariales responsables. Por un lado, los instrumentos 
voluntarios adoptados individualmente en el mercado, por ejemplo, en el seno de una 
empresa, lo que podríamos denominar autorregulación. En segundo lugar, los instrumentos 
voluntarios adoptados de manera colectiva mediante cooperaciones entre diversas firmas u 
organizaciones empresariales. Por último, los instrumentos voluntarios adoptados 
colectivamente por medio de la cooperación con otros actores, ya sean público-privados o 
partenariados
56
 formados por actores de distinta naturaleza como ONG’s, organizaciones 
internacionales, uniones comerciales, gobiernos... 
Como ejemplos altamente aceptados de mecanismos de regulación destacan aquellas 
iniciativas privadas que han conformado códigos de conducta, guías o normas que luego han 
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sido adoptadas por otras empresas como consecuencia de la idea de obtener beneficios con su 
aplicación. Este sería el caso de  IFC’ Sustainability Framework International Finance 
Corporation o de la Normas ISO 26000 sobre Responsabilidad Social.  
Esta última es un ejemplo paradigmático del fenómeno de la RSE puesto que han tenido una 
gran acogida y han sido utilizadas por muchos actores privados. Se trata de una guía llevada a 
cabo por la Organización Internacional para la Estandarización (ISO) que establece líneas 
generales en materia de Responsabilidad Social. Esta guía sin tener el propósito de ser 
certificatoria, regulatoria o de uso contractual ha permitido asistir o ayudar a las 
organizaciones a establecer, implementar, mantener y mejorar los marcos o estructuras de la 
RSE. Permite a las empresas además, demostrar un efectivo cumplimiento de los 
compromisos con todos los grupos de interés, promueve y potencia una máxima 
transparencia, e incluso lleva a cabo análisis de factibilidad y viabilidad de sus actividades 
teniendo en cuenta consideraciones adicionales referidas a la RSE. 
Muchas empresas han entendido que la implementación de estas normas les traen beneficios 
cuantificables en dinero que les permiten la facilitación del establecimiento, implementación 
y mantenimiento de sus estructuras de RSE, así como el incremento de la confianza y 
satisfacción entre los accionistas y otros grupos de interés. Las garantías son mayores en 
materia de RS si se trata de un estándar único que es aceptado por un amplio rango de 
stakeholders y que además ayuda a fortalecer las garantías de observancia de los principios 
universales de los derechos humanos. 
A día de hoy, y viendo la expansión de este tipo de prácticas, muchos gobiernos e 
instituciones tales como la Unión Europea han tratado de motivar a la empresas para que ellas 
mismas se autorregule mediante códigos de conducta, compliance programs y programas 
éticos en un intento de que estas prácticas no sean solo un bonito maquillaje de cara a la 
galería sino que se conviertan en verdaderos instrumentos para la prevención de delitos en el 
seno de las empresas. Estas prácticas de soft law, se han convertido por tanto, en un 
mecanismo más a disposición de las acciones de Responsabilidad Social Empresarial que por 
la naturaleza del sector empresarial han demostrado ser un mecanismo muy útil y que, aún y 

















A modo de conclusión del presente proyecto, he de decir en primer lugar que el análisis de la 
Responsabilidad Social Empresarial en este momento ya no se trata del análisis de un 
fenómeno en fase incipiente. Al contrario, estas prácticas y mecanismos están cada vez más 
extendidos. Se reconocen a nivel internacional, regional y estatal, por lo menos en nuestro 
contexto geográfico y en los países desarrollados, y son cada vez más los propios poderes 
públicos quienes ven la oportunidad de utilizar estos mecanismos de soft law y 
autorregulación con la finalidad de comprometer a más empresas. Esto puesto que, las 
empresas con la idea de obtener beneficios directos de su implementación, así como  la 
mejora de su reputación, el aumento de la ventas o una mejor posición en el mercado que la 
de sus competidores, se muestran cada vez más atraídas y comprometidas ante este tipo de 
prácticas. Además, parece ser que los mecanismos formales, jurídicamente vinculantes y con 
mecanismos de control y coerción (hard law) no parecen resultar los más adecuados ante 
actores empresas transnacionales, debido al gran poder que de facto tienen en sus manos.  
Nos encontramos, por tanto, ante un fenómeno con entidad propia, basado en un concepto ya 
aceptado por la mayoría y que parece haber ido conquistando poco a poco más y más sectores 
y ámbitos de actuación. Este nuevo mecanismo de gestión empresarial permite incluir en las 
decisiones empresariales variables no económicas como el impacto social o medioambiental 
de la propia actividad empresarial y esto, dejando de lado críticas o recelos no deja de ser un 
hecho positivo para todos. Por otro lado, he podido observar como más allá del núcleo 
esencial del concepto de RSE, este es cada vez más amplio y comprende también acciones 
filantrópicas o de caridad. Así las empresas sin tener el deber jurídico de llevarlas a cabo al 
ser cada vez más conscientes de su enorme impacto en las sociedades en las que actúan 
deciden corregir las externalidades negativas, incluso en comunidades no directamente 
afectadas por su labor empresarial.  
La diversidad de las prácticas es además infinita, desde control en las cadenas de 
subcontratación a cuotas de personal reservado a personas con discapacidad, pero con la 
similitud de que todas ellas les permiten obtener beneficios directos. Tales beneficios pueden 
pasar desde una mayor aceptación por parte de la comunidad en la que están ubicados, una 
mayor implicación de los trabajadores, un incremento en su reputación o un aumento de las 
vendas por actos tales como un etiquetaje especifico que permite saber a los consumidores 
que se trata de una empresa responsable con el medio ambiente o con los derechos humanos.  
La RSE, sin embargo, y como ya sabemos no solo cuenta con defensores y no todo son 
halagos hacia este mecanismo. Bien por el contrario muchos son los detractores que han 
afirmado que se trata de un simple maquillaje de cara a los consumidores con el único fin de 
conseguir el bien propio de la empresa y sin que signifique una contrapartida real en los 
derechos humanos, laborales, sociales o medioambientales. Se trata para muchos de un 
mecanismo de márquetin que lejos de conseguir cubrir las lagunas dejadas por las lógicas 
neoliberales, capitalistas y desregulatorias que imperan en los estados de la comunidad 
internacional, solo consiguen el retorcido efecto contrario de evitar que los estados entren a 
regular muchas materias. Según estas opiniones críticas, esto se consigue al argumentar las 
propias empresas que ellas ya se han autorregulado, por lo que no es necesario volver a 
hacerlo y solapar una regulación privada con otra pública, cuando además la primera ya 
funciona. Incluso desde dentro de las propias empresas se ha llegado a afirmar que la 
finalidad última de los sistemas de RSE es ésta, por lo que las opiniones críticas no se han 
dejado de suscitar entorno a estos extremos y al déficit democrático que provoca que dichas 




regulaciones se lleven a cabo dentro de una empresa u organización empresarial y no en un 
parlamento estatal. 
Por lo que respecta al marco jurídico regulador, como hemos visto la movilización a nivel 
internacional es cada vez mayor con iniciativas del calibre de los Principios rectores de las 
Naciones Unidas para “Proteger, respetar y reparar” o el Acuerdo Multilateral de Inversiones 
impulsado en el marco de la OMC y la OCDE en la década de los noventa con el objetivo de 
regular los procesos de inversión internacional, así como otras iniciativas del calibre del 
Global Compact o Pacto Mundial. Lo mismo ha sucedido a nivel europeo, y la realidad es que 
en nuestro contexto geográfico se ha entendido que estos mecanismos con beneficiosos por lo 
que hay que potenciarlos y como consecuencia de esto, se dio una pronta respuesta por parte 
de las instituciones comunitarias. Se ha generado, de este modo, una intensa actividad sobre la 
materia manifestándose en numerosas regulaciones y publicaciones. Éstas, con la virtud de ser 
exhaustivas y de gran calidad, se han centrado acertadamente en su implementación practica 
por parte de las empresas europeas y no tanto en la argumentación teórica. Del mismo modo, 
y en el contexto estatal, nuestro país ha sido consciente del nacimiento y existencia de estas 
prácticas y tratado de conocerlo, abordarlo y potenciarlo. 
Según mi punto de vista, el punto central y paradigmático de este fenómeno jurídico se 
encuentra en el hecho de que aún hoy en día las empresas no son sujetos de derecho 
internacional plenos por lo que respecta a la responsabilidad internacional. Esta situación 
plantea graves problemas cuando las empresas se ven inmersas en episodios de violaciones de 
los derechos humanos. A todo esto, hay que sumarle que en la mayoría de ocasiones tales 
violaciones no se realizan en los estados de origen de las empresas, que generalmente son 
países desarrollados con una administración de justicia eficiente, sino que acontecen en países 
en vías de desarrollo. La importancia de la localización de estos riesgos radica en que los 
países en desarrollo en su mayoría no pueden, por no contar con los medios humanos, 
técnicos y económicos oportunos, o no les interesa perseguir este tipo de violaciones del 
derecho internacional. Del mismo modo, los estados de origen de las empresas, la mayoría 
con políticas capitalistas y neoliberales, tampoco se responsabilizan de la persecución de estos 
actos con la justificación de la teoría territorialista de los derechos humanos. En este contexto, 
hacer responder a las empresas por estas violaciones es sumamente complicado.  
Todo lo anterior, conforma un panorama no muy satisfactorio que se ha intentado regular 
mediante iniciativas privadas que a modo de parche han intentado poner solución a estos 
problemas. Parece que, seguramente la solución real pasaría por una revisión del derecho 
internacional y de conceptos tales como los derechos humanos para ser adaptados a la lógica 
actual del mundo globalizado y no a lógicas nacionales de siglos anteriores pero esto no 
parece por el momento posible. Lo cierto es que no existe una voluntad política de los estados 
en este sentido ni una institución global fuerte y con poder coercitivo real que los obligue a 
ello. 
Por lo tanto, después del estudio realizado podemos concluir que como consecuencia de la 
normativa internacional, regional y nacional en materias tales como los derechos humanos, el 
medio ambiente o el derecho laboral existen numerosas obligaciones que las empresas han de 
respetar. Pero al no ser las empresas sujetos internacionalmente responsables y al existir una 
diversidad abismal entre las legislaciones de unos y otros estados, y hasta que esto se 
modifique, la Responsabilidad Social Empresarial parece ser una alternativa útil que permite 
convencer a las empresas para minimizar los riesgos de sus actividades empresariales, 
sobretodo en el contexto transnacional. 




Nos encontramos por tanto ante un mecanismo jurídico, económico, social y medioambiental 
muy complejo pero que está funcionando en la práctica. Permite su adaptación a la también 
compleja realidad actual, su determinación desde dentro de la propia empresa o la adopción 
de aquellas regulaciones o estándares que se crean más beneficiosas y esto es valorado por los 
actores que han de implementar tales prácticas. En el futuro, veremos si su desarrollo no deja 
de crecer y acaba configurándose como régimen internacional en sí mismo o si la 
implementación de obligaciones jurídicas vinculantes para las empresas acompañado  de la 
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